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Introducción al debate en torno a la educación en Chile (por Jan Doxrud) 
 

Educación, lucro, educación privada, educación pública, educación de calidad, 

derechos sociales y gratuidad, son algunas de las palabras que se han hecho 

habituales dentro del debate público desde la “revolución pingüina”. En este 

escrito sólo me limitaré a presentar un panorama general sobre el debate en torno 

a la educación e intentaré también resumir y aclara posturas y ciertos conceptos 

claves dentro de este debate. 

 

Lo importante en este debate es lo más obvio: entender la situación actual del 

modelo educativo chileno e intentar no dejarse llevar por temores imaginarios 

como la del advenimiento de una Escuela Nacional Unificada 2.0 (ENU), la 

estatización total de la educación o satanizar el lucro, el capitalismo, el mercado o 

el sector privado. La educación no debe ser instrumentalizada para implementar 

agendas ideológicas personales. Ambas posiciones no hacen más que 

distorsionar nuestra visión de este asunto. Claro está que nadie carece de una 

ideología, pero se hace necesario en ocasiones, “suspender el juicio” 

temporalmente, leer e informarse antes de emitir (pre) juicios fundamentados en 

una ideología rígida que da la espalda a los hechos, investigaciones y datos 

empíricos. Es en este último caso cuando la ideología adquiere un cariz negativo.   

 
Mario Waissbluth1 plantea de la siguiente manera el estado del debate en torno a 

la educación: 

 

“Esta es la tensión central entre ‘izquierdas y derechas’. Menor o mayor 

intervención del Estado para aplanar la cancha y ponerlos a todos en condiciones 

de desarrollar sus talentos y de no caer en extremos indignos de pobreza y 

enfermedad si les va mal en la vida, versus la libertad y el emprendimiento 

meritocrático. La educación como derecho o como bien privado de consumo”2. 

	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
1 Ingeniero Civil y presidente de la Fundación Educación 2020. 
2 Mario Waissbluth, Cambio de rumbo. Una nueva vía chilena hacia la educación (Chile: Debate, 
2013), 39 



I-Chile como laboratorio educacional 
 

A-Breve interludio: la educación post 1980 
 
De acuerdo a Cristián Bellei3 y Xavier Vanni4 durante la década de 1980 “Chile 

emprendió uno de los más radicales experimentos en materia de política 

educacional que se conozcan en el mundo: reformó a escala nacional su sistema 

escolar para orientar su funcionamiento por una lógica de mercado”5.  
 
En Chile tenemos un sistema bastante particular en donde podemos distinguir tres 

tipos de establecimientos educacionales: 

 

a) Escuelas municipales donde asisten quienes no tiene cómo pagar la 

educación y reciben una educación equivalente a la subvención base, es 

decir, entre 50 y 60 mil pesos. 

 

b) Escuelas particulares subvencionadas donde asisten aquellas familias que 

pueden realizar un aporte monetario. Fue en 1993, cuando el ministro de 

Educación, Jorge Arrate, aprobó el mecanismo que permitía a los colegios 

subvencionados y a los municipales que imparten enseñanza media cobrar 

a los apoderados. Esta es una de las particularidades del modelo chileno. 

 
c)   Colegios particulares donde asisten aquellas familias que pueden pagar 

completamente la educación ofrecida. 

 
 

 

En Chile existen alrededor de 3,5 millones de escolares que se encuentran 

	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
3 Sociólogo, Master en Política Educacional y Doctor en Educación, Universidad de Harvard. 
4 Master en Política Educativa, Instituto de Educación, Universidad de Londres. 
Psicólogo, Universidad Diego Portales. 
5 Cristián Bellei, El gran experimento. Mercado y privatización de la educación chilena (Chile : LOM 
Ediciones, 2015),  24 



repartidos en 12.500 establecimientos. De estos, más de dos mil colegios operan 

con lo que se conoce como financiamiento compartido. De acuerdo a los estudios 

realizados por la Universidad Diego Portales, las organizaciones sin fines de lucro 

católicas sólo poseen el 16% de los establecimientos del país, lo que significa que 

el 60% de los colegios con copago se encuentran controlados por sostenedores 

individuales con fines de lucro. El 13% es propiedad de entidades que poseen 

varios colegios y declaran fines de lucro, y otro 5% es municipal. De acuerdo a 

Hernán Herrera, presidente de la Corporación de Colegios Particulares (Conacep), 

el 80% de los establecimientos educacionales están administrados por 

sostenedores que fueron profesores. 

 
¿Tiene alguna razón de ser este sistema? Como veremos más adelante, las 

opiniones son divididas y quienes defienden la idea de terminar con el 

financiamiento compartido se basa en que este sistema no ofrece una educación 

de calidad, fomenta la desigualdad de oportunidades y la segregación. La crítica 

medular al sistema educacional chileno es que la posibilidad acceder a una 
educación de calidad dependerá del poder adquisitivo de las familias lo cual 

sólo reproducirá y perpetuará en el tiempo las inequidades en la sociedad. 

 
Sabemos que antes de 1980 este un fue el panorama educativo en Chile, ya 
que la administración del sistema se encontraba totalmente centralizado en el 

Ministerio de Educación (MINEDUC) que debía confeccionar el currículum 

educacional, administrar las escuelas públicas (que en esa fecha representaban 

cerca del 80% de la matrícula total del país), debían además asignar profesores y 

directores y debía pagar los salarios de los funcionarios públicos así como los 

materiales utilizados en los establecimientos. Fue en 1981 cuando, producto de la 

reforma, la administración de los establecimientos públicos se trasladó a las 

municipalidades (municipalización). A esto hay que añadir la implementación de 

un subsidio a la demanda a través de los “vouchers” (que examinaré más 

adelante) lo cual posibilitó que tanto los establecimientos públicos como los 

privados gratuitos participaran como proveedores en el sistema de educación 



pública. Tal subsidio estaría condicionado por la cantidad de alumnos e índices de 

asistencia lo que generó fuertes incentivos en estos establecimiento de atraer y r 

 

retener alumnos. A principio de la década de 1990 entró en vigencia ley No 19.274 

de financiamiento compartido o FICOM (aunque ya en 1989 existía la posibilidad 

de utilizar este régimen, bajo la Ley No18.768,). Fue a fines de 1993, por medio de 

la Ley No19.247, cuando se establecieron los pilares del sistema que conocemos 

en nuestros días. El FICOM permite que las escuelas subvencionadas cobren un 

monto adicional a la subvención y es válida solo en enseñanza media para las 

escuelas municipales, mientras que para las escuelas particulares 

subvencionadas es válida para todos los niveles. Como ya señalé más arriba, el 

financiamiento compartido permite que las escuelas subvencionadas puedan 

cobrar un monto adicional a la subvención, siendo válida solo en enseñanza media 

para las escuelas municipales, mientras que para las escuelas particulares 

subvencionadas es válida para todos los niveles.  

 

En resumen, la subvención consiste en la entrega de recursos económicos por 

parte del Estado a la Educación Municipal y Particular Subvencionada a través del 

Ministerio de Educación. Para realizar este pago, el Estado utiliza una unidad de 

medida denominada Unidad de Subvención Educacional (U.S.E.), que se reajusta 

en diciembre de cada año o cuando se reajusta los sueldos al sector público, y en 

el mismo porcentaje. El MINEDUC añade que por cada uno de los niveles y 

modalidades de enseñanza existe un valor por alumno/a diferenciándose el monto 

según el alumno sea atendido con o sin Jornada Escolar Completa (JEC) diurna. 

El monto de Subvención Mensual que se recibe por alumno, se calcula con el 

factor U.S.E., multiplicado por la asistencia media promedio registrada por curso 

en los tres meses anteriores al pago, lo que da como resultado, la Subvención 

Base Mensual. La fórmula para el cálculo de la Subvención Base es la siguiente: 

 

Asistencia Promedio Trimestral * Factor U.S.E. * Valor U.S.E. = Subvención Base.  

 



En lo que respecta a la educación superior tenemos que en Chile, como 
señala el Consejo Nacional de Educación,  hasta 1980, la educación superior 

chilena sólo estaba compuesta por universidades, contando todas ellas con 

financiamiento público, aunque varias pertenecían a organizaciones privada. A 

partir de 1980, nuestro sistema de educación superior experimentó cambios, como 

por ejemplo, el número y tipo de instituciones, el volumen de matrícula y la oferta 

de carreras. El nuevo marco normativo establecido permitió la creación y 

funcionamiento de instituciones privadas sin financiamiento estatal y dispuso la 

reestructuración de las universidades estatales existentes a la época. Existen tres 

tipos de instituciones:  

 

a) Universidades. 

b) Institutos Profesionales (IP)  
c) Centro de Formación Técnica (CFT), y reconoce oficialmente tres tipos de 

certificaciones académicas: títulos técnicos de nivel superior, títulos profesionales 

y grados académicos. 

 

La ley también reconoce oficialmente como instituciones de educación superior a 

los establecimientos de las Fuerzas Armadas, de la Dirección General de 

Aeronáutica Civil, de Carabineros y de la Policía de Investigaciones. Tales 

instituciones están facultadas para entregar títulos y grados académicos propios 

del ámbito de su competencia, según corresponda 

 

En lo que se refiere al financiamiento, aquellos jóvenes que no logran obtener 

alguna beca como las convencionales (Bicentenario, Nuevo Milenio) o para fines 

específicos (Mantención, Presidente de la República, Indígena), pueden 

endeudarse a través de la solicitud de un crédito. Antes las trabas y dificultades 

para acceder al crédito en el mercado financiero, el Estado ha implementado tres 

mecanismos crediticios distintos: 

 

 



a) Fondo Solidario de Crédito Universitario (FSCU): sus recursos son 

proporcionados por el Estado y administrados por las universidades 

tradicionales (CRUCH). La tasa de interés real de este crédito es 2% sobre 

UF. Este crédito otorgado en UTM con tasa de interés anual del 2%, y que 

se comienza a pagar después de 2 años de haber egresado de la carrera. 

b) Crédito Aval Estatal (CAE): consiste en un programa cuyos recursos son 

proporcionados por los bancos. Tales recursos tienen garantía estatal y de 

las universidades. . La tasa de interés es de alrededor del 6% sobre UF. 

c)   Crédito Corfo: consiste en recursos del Estado administrados por el 

sistema financiero. Tiene una tasa de interés real del o% sobre UF. 

 

Podemos sintetizar, siguiendo a Bellei y Waissbluth, en los siguientes puntos las 

reformas del régimen militar: 

a) Fin de la provisión de educación por parte del Estado nacional. 

b) Descentralización y municipalización de la educación lo que significó que 

fueron las municipalidades las que se preocuparon de administrar el 

personal docente e instalaciones. 

c) MINEDUC se limitó a velar por el currículum y aspectos pedagógicos. 

d) Implementación de un sistema de subvención por alumno (voucher) o 

subvención a la demanda. 

e) Incentivar el ingreso de proveedores particulares que entran además en 

una dinámica de competencia por la subvención fiscal. 

f) Las fuerzas del mercado resolverían los problemas relacionados con la 

cobertura y calidad. 

g) Para que las familias puedan tomar decisiones de manera informada se 

creó un sistema de medición de resultado de aprendizajes (SIMCE) 

h) Docentes perdieron el estatus de empleados públicos (fin del estatuto 

laboral especial) 

 
 
 



I-Chile como laboratorio educacional (continuación) 
 
Cristián Bellei, siguiendo a otros investigadores, señala que la privatización 
consiste en la “transferencia de actividades, bienes y responsabilidades desde 

organizaciones o instituciones públicas o gubernamentales hacia individuos o 

agentes privados”6. Añade el autor que, desde el punto de vista del beneficio que 

genera, toda educación es privada: 

 

“Las personas, al obtener conocimientos y habilidades de diferente tipo, mejoran 

sus oportunidades de vida – en particular su inserción laboral – y se apropian de 

las retribuciones que esto implica. Este ‘carácter privado’ de la educación está en 

la base de múltiples estrategias que las familias y los alumnos despliegan para 

obtener más y mejor educación, tales como invertir recursos monetarios, acceder 

a mejores instituciones educacionales, e incidir en el funcionamiento de dichas 

instituciones”7. 

 

De acuerdo al académico e investigador, en Chile se ha establecido el sistema 
educacional más “orientado por el mercado” en el mundo. Chile constituye 

realmente un laboratorio que no tiene parangón con otros países (“la política de 

financiamiento estatal a sostenedores con fines de lucro es una rareza en el 

mundo”8). Los elementos medulares del sistema educacional chileno “orientado 

por el mercado” son tres: 

 

a) Las familias eligen libremente la escuela de sus hijos. 

b) Las escuelas compiten abiertamente por captar las preferencias de las 

familias. Y reciban los beneficios y perjuicios de esas decisiones. 

c)    La provisión de la educación está en manos de agentes privados (y/o  que 

la administración de las escuelas públicas sea lo más descentralizada 

	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
6 Ibid., 49. 
7 Ibid., 50. 
8 Ibid., 191. 



posible)9. 

 

En lo que respecta a los dispositivos de política pública por los que el Estado 

chileno impulsó el mercado en educación, Bellei menciona los siguientes: 

 

a) Promoción de la competencia entre escuelas (sean públicas o privadas). 

b) Completa libertad de elección de las familias. 

c)   Financiamiento estatal vía subvención a la demanda (vouchers). 

d) Subvención escolar que no distingue entre escuelas públicas y privadas. 

e) Autorización y promoción del cobro de aranceles a los alumnos que asisten 

a establecimientos por el Estado (y recientemente: beneficio tributario para 

que las familias descuenten de sus impuestos los pagos de las escuelas). 

f)   Entrega de información a las familias bajo la lógica de promover un 

‘consumidor informado’,especialmente mediante rankings de escuelas, y 

otros indicadores de logro e instrumentos de comparación para un ajuste 

competitivo entre oferta y demanda. 

g) Financiamiento estatal para la construcción y mejoramiento de 

infraestructura escolar privada. 

h) Equipamiento de escuelas privadas con recursos públicos: bibliotecas, 

computadores, textos de estudios, material didáctico. 

i)   Amplias facilidades para la creación de nuevas escuelas privadas y su 

acceso a recursos públicos (pocas y débiles ‘barreras de entrada’ al 

mercado escolar subvencionado) 

j)   ‘Igualdad de trato’ por parte del Estado para con sus escuelas y las 

escuelas privadas (nótese que esta indiferencia del Estado ante el tipo de 

proveedor educacional implica en último término que el Estado no tiene un 

interés especial por proveer educación y está dispuesto a abandonar ese 

rol, como de hecho ha ido ocurriendo en muchas comunas del país). 

k)   Igualdad de trato entre proveedores privados con y sin fines de lucro para 

	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
9 Ibid., 173. 



todos los puntos anteriores10. 

 

 

Son estas características las que hacen de Chile un laboratorio único en lo que 
se refiere a la introducción del mercado en la educación. 

 

 Como nos recuerda Bellei, tanto el Banco Mundial como la OCDE recomendaron 

a Chile apartarse de aquel modelo educativo de que ponía una extrema confianza 

en las dinámicas de mercado. Como escribió Mario Waissbluth: 

 

 

“…la modalidad de mercado con fines de lucro en la educación escolar es 

prácticamente inexistente en los países capitalistas avanzados, aun cuando cada 

cierto tiempo se realicen algunos experimentos, con resultados dudosos. Esa 

evidencia debiera decirnos algo, a menos que la arrogancia ideológica nos 

convenza de que le vamos a enseñar a toda la capitalista OCDE cómo se hacen 

bien las cosas”11. 

 

 

Si bien en otros países existen algunas de las características anteriormente 

mencionadas, la realidad es que en ninguno de estos se ha introducido el mercado 

de manera tan radical como se ha hecho en Chile. En palabras de Bellei: “…lo que 

ha convertido a Chile en un laboratorio mundial del libre mercado en educación es 

el hecho de aplicar todas estas políticas, simultáneamente y a escala nacional”12. 

Bellei explica que ni siquiera en Estados Unidos han sido acogidas de manera 

seria las ideas de Milton Friedman en relación a la educación, siendo sólo 

implementado el programa de vouchers de manera restringida en algunos distritos.  

 
 

	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
10 Ibid., 173-174. 
11 Mario Waissbluth, op. cit.,163. 
12 Cristián Bellei, op. cit., 174-175. 



B-Breve interludio: Milton Friedman 
 

Friedman notaba que el gobierno ejercía tres papeles principales en materia 

educacional: (1) legislaba sobre la obligatoriedad de la educación; (2) financiar la 

educación; (3) administrar las escuelas. La conclusión de Friedman  era que había 

cierta justificación para (1) y (3) pero no así para (2). A Friedman le parecía que la 

administración de las instituciones educacionales por parte del gobierno, (su 

‘nacionalización’), era algo complejo de justificar, por lo que el economista 

norteamericano defendía la idea de que el financiamiento podría separase de la 

administración. En un artículo Friedman, teniendo en consideración el sistema 

educacional de Estados Unidos, creía necesario llevar a cabo una reconstrucción 

radical, pero gradual, del sistema escolar.  Tal reconstrucción, explicaba Friedman, 

sólo podría lograrse privatizando un extenso segmento escolar, con el objetivo de 

permitir  una industria con fines de lucro pudiese florecer para ofrecer una gran 

variedad de oportunidades de aprendizaje en competencia con la educación 

pública. Lo que en Chile se culpa a la educación particular subvencionada, 

Friedman se lo adjudicaba al sistema público: 

 

“Nuestras escuelas son hoy mucho peores de lo que eran en 1955. En ningún otro 

aspecto son tan grandes las desventajas de los residentes de los barrios pobres 

como en la educación de sus hijos. Esto es un hecho no disputable. El sistema ha 

empeorado con la centralización, a medida que el poder de decisión se ha 

desplazado de la comunidad al distrito, al estado, al gobierno federal. Cerca del 

90% de nuestros niños van a escuelas públicas que no son nada públicas, sino 

que se han convertido en feudos privados de los administradores y de los líderes 

sindicales. Los resultados miserables están a la vista: creciente número de 

estudiantes que no se gradúan, violencia en las escuelas, bajo rendimiento, y 

desmoralización por parte de maestros y estudiantes”13. 

 

	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
13 Milton Friedman, Privaticemos las escuelas, 12 de julio de 1995 (artículo en línea: 
http://www.elcato.org/privaticemos-las-escuelas)  



Como parte de este cambio radical y gradual Friedman consideraba necesario 

debilitar o destruir el poder del establishment educacional que predominaba en 

Estados Unidos. Para el economista, la introducción de la iniciativa privada en 

educación forzaría y obligaría a las escuelas públicas a mejorar, con el fin de 

mantener su clientela. El economista chileno, Claudio Sapelli, plantea lo anterior 

como sigue: 

 

“Después de la estatización, lo que se encuentra en el siglo veinte es un gran 

incremento del gasto estatal en educación, sin que la calidad mejorara, sino más 

bien acompañado de una desmejora. Friedman dice que esta es una 

consecuencia natural de un sistema en que no hay consecuencia. Cuando no hay 

libertad de elegir, el ofertante es el rey y hace lo que quiere, incluyendo proveer un 

servicio de mala calidad. Si el consumidor fuese libre para elegir, una empresa 

solamente podría sobrevivir y crece si produce un producto que el consumidor 

quiere, ya sea por su calidad o precio. La empresa sobrevive solamente si es 

eficiente. Con ello Friedman vincula el tema de la educación con el tema central de 

su libro, la importancia de tener libertad de elegir”14.  

 

Dentro del pensamiento político de Friedman el Estado tiene la función de ofrecer 

un medio por el que se puedan modificar las reglas, mediar en las diferencias que 

surjan entre los individuos en cuanto al significado de las reglas y, por último, 

imponer el cumplimiento de las reglas sobre aquellos que decidieran romperlas. 

En educación, Friedman defendió el sistema de Voucher o cheque educativo 

(documento intransferible) consistente en que el gobierno se limitaba a subsidiar la 

demanda en lugar de a la oferta, lo que se traducía en que los flujos de dinero se 

destinaban no a las escuelas, sino que a las familias para que fueran ellas las que 

pudiesen elegir libremente a cuál escuela pública iban a destinar su dinero. 

Cristián Aedo y Claudio Sapelli escriben lo siguiente sobre el sistema de 

vouchers: 

	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
14 Rolf Lüders y Francisco Rosende, ed., Milton Friedman. La vigencia de sus contribuciones. 
Metodología, Teoría y Política Económica (Chile: Ediciones UC, 2015), 233. 



 

“La necesidad de un subsidio en educación se deriva del importante rol del Estado 

en el financiamiento de la educación, que hoy en general va atado a la oferta 

pública de educación. El voucher permite separar esta asociación y limitar el rol 

del Estado al financiamiento. Alguien podría preguntar, ¿por qué el Estado ha de 

participar en educación? Las razones que usualmente se dan son, en primer lugar, 

para proteger a los niños cuando sus padres no son buenos agentes; en segundo 

lugar, para resolver problemas de externalidades (mínimos estándares de 

alfabetización); y, en tercer lugar, para asegurar la igualdad de oportunidades 

entre grupos de diferentes ingresos. Estos objetivos, por cierto, no requieren que 

el Estado produzca los servicios, sino que se limite a establecer un estándar 

mínimo y a permitir que, a través de mecanismos de financiamiento, todos tengan 

acceso a él”15.   

 

En cuanto a los beneficios que entrega la posibilidad de que los padres 
puedan escoger el establecimiento educacional de sus hijos, Aedo y Sapelli 

destacan. El primero es que las familias pueden optar por el tipo de educación que 

más se ajusta a la formación que quieren que reciban sus hijos. En segundo 
lugar las familias pueden optar por la escuela que mejor se ajusta a las 

necesidades de sus niños, por ejemplo, la más afectuosa o las más académica (o 

ambas)  En tercer lugar, los autores señalan que la libertad de elección permite 

que las personas que desean gastar más en su educación, puedan efectivamente 

hacerlo, teniendo de esa manera la posibilidad de abandonar la educación pública 

llevándose consigo el subsidio (en lugar de perderlo como ocurre comúnmente), y  

trasladar  así a sus hijos a un colegio mejor con recursos que antes no eran 

suficientes. En cuarto lugar Aedo y Sapelli afirman que a posibilidad de ejercer la 

elección conduciría a una mayor competencia entre las escuelas por atraer y 

retener alumnos, lo que mejorará la eficiencia de los colegios. Por último, al 

posibilitar la elección “se rompe el poder monopólico que tienen las escuelas 

	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
15 C. Sapelli y C. Aedo, El sistema de vouchers en educación: una revisión de la teoría y evidencia 
empírica para Chile, Centro de Estudios Públicos, 2001 (Documento en línea: 
http://www.cepchile.cl/dms/archivo_1575_569/rev82_aedo_sapelli.pdf),  45-46. 



públicas sobre sus alumnos y, por lo tanto, ellas enfrentarán presiones 

competitivas para actuar de manera más eficiente y de acuerdo con los deseos de 

los padres en términos de contenido y calidad. Esto permite obtener la misma 

calidad por un menor costo o una mejor calidad con igual costo”16.  

 

Cabe añadir que Sapelli precisa que es complejo establecer un mercado de 
competencia en el ámbito educativo, debido que los establecimientos públicos y 

privados subvencionados en Chile no funcionan bajo las :mismas reglas del 

juego”. Tenemos, por ejemplo, que los establecimientos públicos tienen que hacer 

frente y soportar las restricciones impuestas por el estatuto docente (que veremos 

más adelante), mientras las escuelas particulares subvencionadas no. Otras 

críticas a la idea de que el mercado sea el mecanismo adecuado que, por medio 

de la competencia, mejore la calidad educativa es que en la realidad, los padres 

no se preocupan por la calidad de la educación que reciben sus hijos lo que se 

puede ver reflejado en su ignorancia en lo que se refiere a los resultados 

obtenidos por sus hijos en tests como por ejemplo el SIMCE. Conectado a lo 

anterior también tenemos que la información disponible para las familias no sería 

suficiente para que estas puedan realizar una elección informada de los 

establecimientos educacionales disponibles 

 

I-Chile como laboratorio educacional (continuación) 
 

A continuación Bellei se pregunta: “¿Por qué en el país del ‘espíritu del 

capitalismo’ no han querido introducir ese espíritu en el sistema educacional que 

educa a sus hijos?”. El autor esgrime tres razones principales: 

 

a) Porque se considera que la educación es una institución esencial para 

constituirse como Estado-nación. 

b) Porque se considera que la educación es un bien público en el que se 

juega su desarrollo colectivo. 
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c)   Se considera que la educación es un derecho de las personas que debe ser 

satisfecho en igualdad de condiciones. 

 

En lo que se refiere a la característica esencial que hace de una escuela una 
de tipo privada radica en que en su interior, las decisiones son tomadas por 

personas jurídicas privadas o naturales, es decir, no gubernamentales. Continúa 

explicando Bellei: 

 

“Esto hace que la gestión de estas escuelas responda primordialmente a objetivos 

privados o particularistas (v.g. un credo religioso, un grupo de elite), lo que impone 

límites a la posibilidad de que el Estado logre cabalmente propósitos sociales en el 

campo de la educación a través de las escuelas privadas, aunque las financie y 

regule. Ciertamente, las escuelas privadas también pueden orientarse hacia la 

consecución de objetivos sociales en la educación…pero del mismo modo pueden 

priorizar objetivos privados…”17. 

 

 

Por su parte, Mario Waissbluth señala que el modelo educativo chileno obedece 

a cuatro principios centrales y complementarios: 

 

1) La subsidiariedad o Estado subsidiario: “Su expresión básica es que los 

padres que pueden y quieren pagar más lo hagan, ya sea en el sector particular 

pagado o en el particular subvencionado, con lo cual se genera en forma casi 

evidente la segregación social en base a capacidad de pago”18. Waissbluth, al 

igual que Bellei, destaca el fenómeno del skimming o descreme del sistema 
educativo. Como señala coloquialmente Waissbluth: “En Chile tenemos colegios 

particulares pagados para la crema y nata, otros para la leche (subvencionados 

con copago), otros para la semidescremada (subvencionado sin copago) y otros 

para la leche descremada (los municipales). También tenemos leche descremada 
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18 Mario Waissbluth, op. cit., 79. 



semifortificada con vitamina D, los liceos de excelencia, que descreman el 0,5 por 

ciento de los alumnos por aptitudes académicas, y se llevan además a los mejores 

profesores de su región”19. 

 

2) Competencia de mercado: a) entre escuelas particulares pagadas; b) entre 

particulares subvencionadas; c) entre ellas y escuelas púbicas; d) entre escuelas 

públicas de una misma comuna. 

 

3) Sacralización de los rankings y los tests estandarizados: esto tiene como 

consecuencia que el foco de la enseñanza se traslade a obtener buenos 

resultados en estos tests (ya que son los indicadores de calidad dentro del 

mercado de la educación para los consumidores-familias). “Hay muchas escuelas 

que todos los años hacen todos los días  prácticas de Simce. No importa si los 

alumnos aprenden los conceptos de fondo. No importa la creatividad, ni las 

discusiones grupales. Se ha creado una pequeña industria de venta de ensayos y 

preparación de Simce, como si este fuera el objetivo central de la educación”20. El 

profesor se transforma en un adiestrador experto en como enseñar a los alumnos 

trucos de resolver facsímiles. La investigación realizada por el Centro de 

Investigación y Desarrollo de la Educación (CIDE) de la UAH, titulada “La indebida 

presión del Simce” refleja a los extremos que ha llegado la obsesión por estos 

tests21. 

 

4) Burocracia de “comando y control”: hace referencia principalmente al 

énfasis en las motivaciones extrínsecas y el ignorar las de carácter intrínsecas. 

Waissbluth lo describe de la siguiente manera: “La presuposición de la gran 

mayoría de los burócratas ministeriales …es que basta con diseñar un programa, 

dar los dineros, exigir rendición de cuentas, definir convenios de desempeño, dar 

bonos monetarios si se cumplen y sancionar si las metas cuantitativas no se 
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cumplen (incluyendo cierres de escuelas, reducciones de bonos o despidos de 

directivos), para que tengamos escuelas efectivas, niños felices, comunidades de 

aprendizaje movilizadas por un director entusiasta, buenos resultados, formación 

ciudadana, y profesores con un sentido de autonomía y motivación creativa”22. 

 

C-Lo público/privado, con/sin fines de lucro 
 

En cuanto a la educación pública, Bellei señala que, en un sentido restringido, es 

decir, desde el punto de vista del carácter del establecimiento que provee la 

educación, se define de la siguiente manera: 

 

“…aquella provista por instituciones educacionales públicas, es decir, instituciones 

controladas y gestionadas por el Estado o alguna autoridad o agencia pública”23. 

         

Tal definición sería la internacionalmente aceptada en el campo académico, por 

organismos de cooperación internacional como la UNESCO, la OCDE y la 

Comisión Europea.  

 

En lo que respecta a la distinción entre lo público y lo privado en la 
educación, explica Bellei, radica en la existencia de bienes, propósitos y objetivos 

públicos (sociales y colectivos) que difieren de los objetivos privados. Tales 

objetivos y propósitos son agrupados por Bellei en seis dimensiones: 

 

1-Socializar a las nuevas generaciones en una cultura común, una ciudadanía. 

2-Promover la equidad, la integración social y la igualdad de oportunidades 

(incluyendo el mercado laboral). 

3-Garantizar la existencia de proyecto educativos no particularistas o excluyentes. 

4-Garantizar el derecho constitucional de todos y todas (social y geográficamente) 

a la educación obligatoria y gratuita. 

	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
22 Mario Waissbluth, op. cit.,  85-86. 
23 Cristián Bellei, op. cit., 51. 



5-Desarrollar tipos de proyectos educativos considerados de interés común. 

6-Fijar un estándar práctico de calidad para el conjunto del sistema educacional. 

 

Al respecto escribe Bellei: 

 

“La creación, expansión y fortalecimiento de la educación pública ha sido el 

mecanismo principal por el cual los Estados modernos (especialmente los más 

desarrollados) han intentado alcanzar estos propósitos sociales que se juegan en 

el campo de la educación”24. 

 

El autor se refiere a otra distinción relevante que hace alusión a si la entidad que 

controla y gestiona la escuela privada tiene o no fines de lucro. Explica el autor:  

 

“En teoría, mientras las organizaciones lucrativas buscan el interés particular de 

sus propietarios o controladores, las organizaciones sin fines de lucro tienen como 

propósito exclusivo contribuir al bien común en algún área en particular. Esa es la 

razón por la cual reciben beneficios tributarios (así como beneficios tributarios sus 

donantes), financiamiento público y otros privilegios”25. 

 

Como explica Patricio Meller, no hay que confundir lucro con excedentes, así las 

universidades tradicionales (del CRUCH), por causa de su política de 

autofinanciamiento, realizan actividades que generan excedentes. Añade Meller: 

“Estos excedentes se reinvierten en las actividades universitarias; en concreto, no 

hay distribución de excedentes a través de mecanismos de bonos especiales o 

‘premios monetarios’ para las autoridades universitarias (o para los dueños de la 

universidad). En las UFL, parte de los excedentes son transferidos a los dueños, lo 

cual los transforma en lucro”26. 

 

	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
24 Ibid., 52. 
25 Ibid., 53. 
26 Patricio Meller, Universitarios, ¡el problema do es el lucro, es el mercado! (Chile: Uqbar Editores, 
2011), 84-85. 



Lo anterior no significa que las organizaciones con fines de lucro no contribuyan al 

bien común, pero tal objetivo no constituye su prioridad o fin exclusivo. En relación 

al debate con/sin fines de lucro el punto no es condenar el lucro en sí mismo, 

en otras palabras, no se condena la posibilidad de obtener una ganancia fruto de 

la realización de una actividad. Los trabajadores trabajan a cambio de un salario y 

las organizaciones con fines de lucro son aquellas que pueden disponer 

libremente de sus ganancias por lo que pueden retirar la totalidad o parte de esta 

para su propio beneficio. Por otro lado tenemos personas que realizan trabajos 

voluntarios, vale decir, que no reciben compensación alguna por lo que serían 

estas personas consideradas como trabajadores sin fines de lucro. También 

existen organizaciones sin fines de lucro que utilizan el total de sus ganancias 

para el beneficio y crecimiento de su propia organización. De acuerdo a lo anterior 

explica Bellei: 

 

“Nótese que la distinción con/sin fines de lucro no se refiere al tipo de 
actividades que se realiza, sino al propósito con el que se realizan, expresado 

luego en el destino que se da al excedente económico que se genere…las 

empresas con fines de lucro son de motivación económica, aunque puedan 

realizar actividades sociales o culturales; las organizaciones sin fines de lucro no 

son de motivación económica, aunque puedan (y crecientemente deban) realizar 

actividades económicas. Para estas últimas, las actividades económicas son un 

medio para el funcionamiento y bienestar de la organización”27. 

 

 

Como explica Bellei, a lo largo de la historia, las instituciones de educación privada 

han sido organizaciones sin fines de lucro pertenecientes principalmente a iglesias 

y organizaciones religiosas, organizaciones comunitarias, fundaciones de carácter 

filantrópico y organizaciones no gubernamentales. Lo que esta clase de 

instituciones buscaba  era el de “preservar y extender un tipo de formación que 

considere ciertos valores, ciertas tradiciones culturales (generalmente ligadas a 
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poblaciones inmigrantes o minorías étnicas), que promueva el desarrollo de 

determinadas comunidades, o ciertas propuestas pedagógicas”28. 

 

Las políticas de privatización han sido promovidas por al menos tres 
propósitos, explica Bellei. En primer lugar, como reconocimiento de cierta 

diversidad cultural en la sociedad. En segundo lugar, como una manera de 

promover “eficiencia, innovación, y en general mejorar la calidad del servicio 

educacional”29, que habría sido la situación chilena a partir de la década de 1980. 

En tercer lugar, Bellei explica que se ha propuesto la privatización como un modo 

de expandir el acceso a la educación, especialmente en aquellos espacios 

geográficos y sociales en donde el Estado no ha llegado con la educación pública. 

 

 

Un punto de interés que aborda el académico es el de la privatización interna de 
la educación pública, lo que viene a complejizar la definición de “educación 

pública” entendida como aquella que es controlada y gestionada por una autoridad 

o agencia pública. Tal complejización, explica el autor, se realiza por tres vías que 

examinaremos a continuación. 

 

 

1-Considerando el carácter público o privado del proveedor de insumos y 
servicios 
 

a) Infraestructura: normalmente la escuela públicas operan en infraestructuras de 

propiedad pública, pero ello no significa que empresas y organizaciones 

comunitarias e incluso los propios padres puedan contribuir voluntariamente y en 

distinto grado a crear, mantener o expandir la infraestructura. Las autoridades 

públicas también pueden solicitar los servicios privados de construcción y 

mantención de infraestructura. El punto es que “en la medida en que estos 
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arreglos no implican transferencia de propiedad ni control de la escuela pública 

hacia agentes privados, es difícil interpretar estos casos como ‘privatización’ 
en un sentido sustantivamente  relevante”30. 

 

b) Financiamiento: la principal y exclusiva fuente de financiamiento de la escuela 

son los recursos públicos, no obstante lo anterior, estas escuelas pueden acceder 

a fuentes alternativas de financiamiento: empresas, fundaciones o la comunidad 

local. En relación a esto escribe Bellei: “En la medida en que estos aportes no 

alteren la autonomía en las decisiones sustantivas de la escuela, no se podría 
hablar de privatización en un sentido relevante”31. 

 

c) Servicios no educacionales: ejemplos de estos son el transporte, comida y 

servicios de salud. Sucede que las autoridades educacionales puede adquirir los 

servicios de proveedores privados, claro que tales servicios son entregados a los 

alumnos de acuerdo a criterios de política pública. 

 

d) Materiales educacionales: en este caso también se puede acudir a los 

servicios de privados para obtener materiales como computadores, libros, material 

didáctico, etc. Explica Bellei: “ En la medida en que las decisiones sobre qué 

recursos pedagógicos adquirir y cómo utilizarlos en el proceso de enseñanza-

aprendizaje permanezcan en los profesores y las autoridades educativas, es 
difícil interpretar estas adquisiciones como privatización educativa”32. A esto 

añade el autor: “Eso sí, si los materiales educativos eran producidos previamente 

por agentes públicos, este proceso puede ser visto como una privatización a nivel 

de la operación del sistema educacional”33. Es importante tener en consideración 

esta distinción que introduce Bellei entre escuela y sistema:  

 

“Las introducción de proveedores privados en el funcionamiento de las escuelas 
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públicas, ya sea por la vía de recursos, insumos, o procesos, no constituye en sí 

misma una ‘privatización’ de dicha escuela. Sin embargo, desde la perspectiva del 

sistema de educación pública, la introducción de proveedores privados en las 

áreas mencionadas sí constituye una privatización si estas funciones eran 

anteriormente desempeñadas por funcionarios o instituciones públicas”34. 

 

e) Servicios profesionales educacionales: tanto las escuelas como 

organizaciones y los docentes se benefician de servicios de capacitación y 

asesoría técnica por parte de universidades y centro educativos en temas como: 

diseño curricular, innovación pedagógica, evaluación del aprendizaje, etc. En 

relación a esto, Bellei enfatiza el mismo punto que mencionamos más arriba:  

 

“En rigor, el uso de servicios profesionales técnico-pedagógicos privados no 
constituye en sí mismo un rasgo de ‘privatización de las escuelas’ en la 

medida en que sus docentes y autoridades mantienen el control y la decisión final 

sobre dichos contratos”35. 

 

Al igual que en el punto (d) añade el autor: “Puede, sin embargo, implicar una 

‘privatización’ del sistema educacional si este tipo de funciones era previamente 

realizada por agentes públicos”36. 

 

 
2-Distinguiendo entre diferentes decisiones o aspectos incluidos en el 
control, y gestión de la escuela 
 

Como explica el autor, este tema sobre el control y poder sobre la administración 

de la escuela pública se complejiza si consideramos el fenómeno de la 

descentralización del poder de gestión, es decir, la gestión no radica únicamente 

en las escuelas sino que en agencias públicas superiores, en ministerios 
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nacionales de educación, municipios y otras agencias locales. Al respecto escribe 

Bellei: 

 

“A nuestro juicio, en la medida en que el agente a cargo de las decisiones 

permanezca teniendo un carácter público, no es posible considerar la 
transferencia de poder de decisión a dicho agente como un proceso de 
‘privatización’…si el director de una escuela y su equipo docente permanecen 

siendo funcionarios públicos, que reportan a las autoridades locales o nacionales 

de educación, ampliar su rango de atribuciones no es en rigor privatizar la 
escuela”37. 

 

Cuando Bellei habla de “decisiones claves que definen el carácter de la institución 

educacional” se refiere esquemáticamente a las siguientes: 

 

a) Contratación de los profesores y la sujeción a las reglas públicas de dicha 

contratación. 

b) Definición del currículum escolar y los métodos de enseñanza (el qué y 

cómo se ensañará a los alumnos) 

c)     Decisiones sobre matrículas y los procesos de admisión de estudiantes. 

d) Decisión de apertura o cierre de una escuela. 

 

 

Al respecto afirma Bellei: “La transferencia de poder de decisión sobre estos 

asuntos clave a un agente privado, aunque sea temporal y regulada por un 

contrato, puede ser interpretada como una privatización de la escuela pública en la 

práctica”38. 

 

3-Considerando el modo de relación de las escuelas con las familias 
Bellei señala que los dos puntos anteriores (Insumos/Servicios y Gestión) son dos 
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formas potenciales de privatización que implican una transformación interna de las 

escuelas públicas o sus agencias administradoras, es decir, la oferta. Lo que se 

examina en este tercer punto es la privatización por la demanda. Para efectuar 

este análisis el autor considera tres aspecto de relevancia: elección escolar, cobro 

de aranceles y control. En lo que respecta a la elección escolar tenemos que a  

familia le puede ser asignada una escuela por las autoridades educacionales, o 

bien, la familia puede tener la atribución de elegir entre un cierto número de 

escuelas disponibles. Las razones que se han esgrimido para promover la 
elección de escuelas por parte de las familias son principalmente dos. En 
primer lugar si las escuelas presentan distintas propuestas pedagógicas, 

enfoques curriculares y niveles de dificultad, entonces “la elección de escuelas 

puede mejorar el ajuste entre las necesidades educativas de los niños o las 

preferencias de sus familias, y los procesos de enseñanza de la escuela, 

aumentando potencialmente el aprovechamiento educativo para los alumnos”39. 

En segundo lugar, si las escuelas difieren en calidad, entonces tenemos que las 

“señales” que envían los padres, a través de sus elecciones, a las autoridades 

educativas servirán como información útil para las autoridades, de manera que 

esta podrá ser utilizada para “implementar políticas compensatorias o de 

mejoramiento escolar en las instituciones menos preferidas, pero pueden también 

usarla para distribuir beneficios que premien a las escuelas más elegidas por los 

padres, y sanciones que castiguen a las escuelas menos preferidas”40. Sobre el 

tema de la elección escolar concluye Bellei: “En teoría, toda elección de escuela 

por los padres implica algún grado de privatización en el sentido de que estos 

intentan incrementar los beneficios educacionales obtenidos por sus hijos, pero 

sólo en el caso de la elección escolar realizada se produce una ‘privatización 

interna’ de las escuelas, por cuanto estas son forzadas a ajustar su oferta para 

captar las preferencias de las familias”41.  Pasemos ahora al segundo punto que 

guarda relación con los aranceles. De acuerdo a Bellei el hecho de que los padres 

realicen contribuciones monetarias a las escuelas no puede ser conceptualizado 

	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
39 Ibid., 62. 
40 Ibid. 
41 Ibid., 63. 



como “privatización”, en otras palabras, la fuente de los recursos financieros con 

los que opera la escuela no define su carácter público o privado. El autor ve, sin 

embargo, una excepción:  

 

“…que la existencia de cobros obligatorios de aranceles determine el acceso a las 

instituciones educativas o diferentes servicios educacionales al interior de las 

instituciones. Si las escuelas públicas deciden a quién educar o cómo 
educarlo basándose en quiénes pueden pagar y excluyendo (o 
discriminando) a quienes no pueden pagar, la relación que han establecido 
con las familias semeja una prestación de servicios privados bajo un 

‘contrato’ (explícito o implícito), y no la de una agencia pública obligada a 

satisfacer un derecho universal garantizado: los niños recibirán tanta educación 

como sus familias les compren. En lo esencial, esa relación escuela-familia se 
ha ‘privatizado’”42.  

 

Por último tenemos el “control”, es decir, el grado de influencia que pueden 

ejercer las familias en la institución educativa. En este caso, estaríamos ante un 

fenómeno de privatización en el caso en que un gobierno transfiere 

completamente la gestión de la escuela a una organización de padres 

(dependiendo si esta organización de padres es considerada o no organizaciones 

públicas). 

 
II-Segregación y mala calidad: ¿Hacia el ocaso del experimento educacional 

chileno? 
Bellei pasa a evaluar, de acuerdo a la evidencia empírica disponible, el modelo 

educacional chileno, señalando que los establecimientos privados subvencionados 

no superan a los establecimientos públicos en lo que se refiere al logro de 

aprendizajes de los alumnos. Añade el autor:  

 

“Tratar de dirimir este asunto se convertido en un campo de refinadas disputas 

	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
42 Ibid., 63. 



metodológicas entre los académicos, sin embargo…mi conclusión de toda esa 

investigación en términos de política educacional es muy simple: la revolución de 
la productividad educacional anunciada por los promotores del mercado y la 
privatización simplemente no existió. De acuerdo a sus postulados, deberíamos 

estar observando ventajas enormes de las escuelas privadas sobre las escuelas 

públicas,  y en cambio estamos ajustando los microscopios para averiguar si 

dichas diferencias siquiera existen”43. 

 

 

En lo que se refiere a la equidad de logros la evidencia señala que la expansión de 

las escuelas privadas subvencionadas post 1980 ha sido un factor de aumento de 

la desigualdad de resultados escolares, y ha sido principalmente perjudicial para 

los establecimientos públicos. A esto Bellei añade que los establecimientos 
educacionales privados subvencionados son socioeconómicamente más 
segregados que los establecimientos públicos, y dentro de los 
establecimientos privados, aquellos que cobran son más segregados que 
los gratuitos. De acuerdo a los datos empíricos y el ranking de la OCDE en lo 

que se refiere a la segregación Bellei señala: 

 

 

“Quienes defienden la idea de que el Estado subsidie a establecimientos privados  

con fines de lucro deberían por argumentar porqué el país habría de continuar 

impulsando políticas educacionales (en este caso, enormes sumas de recursos 

públicos) que según la evidencia científica sugiere habrían contribuido a aumentar 

la inequidad y la segregación social en la educación chilena”44. Por su parte, Mario 

Waissbluth afirma: “Lo más absurdo de la política de escuelas con financiamiento 

compartido y financiadas en un 80 o 90 por ciento por el Estado es que estamos 

subsidiando con recursos públicos la creación de DESigualdad de 

oportunidades”45. 

	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
43 Ibid., 178. 
44 Ibid., 182. 
45 Mario Waissbluth, op. cit., 109. 



 

 

Sobre el tema de la segregación, Gregory Elacqua, Pedro Montt y Humberto 
Santos escriben: 

 

“En términos muy generales, la segregación se puede definir como el grado en el 

cual dos o más grupos están aislados el uno del otro dentro de un mismo espacio 

geográfico. El nivel de segregación total puede ser descompuesto en dos partes: 

segregación entre y dentro de los sectores. La primera mide las diferencias en la 

proporción de cada grupo que matriculan distintos tipos de escuelas, mientras que 

la segunda mide el grado en que los estudiantes de un grupo están distribuidos 

equitativamente entre las escuelas dentro de cada sector. Para medir esta última, 

el índice más utilizado es el Índice de Disimilitud o Índice de Duncan”46.  
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De acuerdo a la gráfica anterior, los autores afirman que en las escuelas con 

financiamiento compartido el porcentaje de estudiantes vulnerables es de 21%, 

vale decir, casi la mitad del que existe en los establecimientos gratuitos (44%). 

Agregan que los valores de Índice de Duncan Vulnerable-No Vulnerable indican 

que los estudiantes vulnerables están más segregados en el sector particular 

subvencionado pagado (0,41) que en el gratuito (0,34). “En otras palabras, un 

conjunto reducido de las escuelas que cobran tiende a concentrar a estos 

estudiantes, mientras otras concentran a los estudiantes de mayor nivel 

socioeconómico. Estos hallazgos son consistentes con los reportados en las 

escasas investigaciones que han analizado el efecto del Financiamiento 

Compartido en la segregación escolar”47.  

 

En el caso chileno El Índice de Duncan se ha utilizado para medir cómo se 

distribuyen los alumnos de menor nivel socioeconómico (NSE). Las fuentes más 

comunes para determinar el NSE de los alumnos a nivel censal son el cuestionario 

de padres del SIMCE y la Ficha de Protección Social (FPS). Observemos algunos 

datos interesantes: 

 
Índice Duncan según estimaciones de Bellei, Valenzuela & De los Ríos (2011) 

y Centro de Estudios 
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 2005 2006 2007 2008 2009 2010 2011 

Valenzuela, Bellei y De los 

Ríos (2011) 

0.53 0.53 0.54 0.54 n.d n.d n.d 

Replica de Centro de 

Estudios Mineduc 

0.53 0.52 0.53 0.52 0.52 0.53 0.53 



Por lo tanto, como señala Educación 2020, Chile es un país muy segregado 
socialmente, lo cual se replica y profundiza dentro de los colegios donde los ricos 

estudian con ricos y pobres con pobres, sin compartir entre ellos. A esto añaden 

que la evidencia corrobora que, cuando los niños más vulnerables comparten en el 

aula con otros de un mayor capital cultural, su aprendizaje mejora 

considerablemente producto del fenómeno conocido como "efecto par", 
fenómeno que, por lo demás, se ve anulado en escuelas con alta segregación. 

 

 

En cuanto a las causas de este fenómeno Bellei destaca: 

 

a) Factores contextuales (siendo la segregación residencial el más relevante).  

b) Factores institucionales del propio sistema educacional (como por ejemplo, 

la existencia de escuelas separadas por raza).  

c) Factores socioculturales (como las preferencias de las familias y la 

existencia de escuelas “comunitarias” –de iglesias, colonias, o grupos de 

elite).  

 

Otros autores destacan las siguientes: 

 

a) Fallas de mercado, por ejemplo, asimetrías de información y falta de 

competencia.  

b) Selección, desde el punto de vista de la demanda, asociada a la libre 

elección del establecimiento educacional por par- te de los padres. Al 

analizar las preferencias de los padres, se vislumbra alta heterogeneidad 

entre ellas, y más aún, se aprecian diferencias por quintil socioeconómico. 

c) Selección, desde el punto de vista de la oferta, como por ejemplo, las 

prácticas de selección realizadas por los establecimientos, tanto 

particulares como municipales, o la exigencia del financiamiento 

compartido, con el que la posibilidad de elección de escuela queda limitada 

a la capacidad de pago de las familias.  



 

En relación al mencionado Índice de Duncan, este puede ser entendido como la 

proporción de alumnos del grupo de interés que debe cambiarse de 

establecimiento para alcanzar una distribución igualitaria. En otras palabras, este 

índice lleva a cabo una estimación del porcentaje de estudiantes que deben ser 

transferidos de establecimientos escolares para que exista una distribución 

homogénea de estos entre todos los establecimientos. El Índice de Duncan tiene 

un rango entre 0 y 1 y a literatura especializada indica que valores sobre 0,6 

corresponden a situaciones de hipersegregación. Para que quede más claro citaré 

la siguiente definición: 

 

“El Índice de Disimilitud o Índice de Duncan mide la proporción de personas 

pertenecientes a un grupo (por ejemplo, estudiantes vulnerables) que debieran ser 

transferidas de una unidad (por ejemplo, establecimiento) a otra para lograr una 

distribución igualitaria. Este índice ha sido ampliamente utilizado por la literatura 

nacional e internacional para evaluar la segregación escolar. El Índice de 

Disimilitud fluctúa entre 0 y 1, donde 0 implica integración total y 1 segregación 

total. Los rangos de valores general- mente aceptados para este índice indican 

que existirá baja segregación si el índice se ubica entre 0 y 0,3, moderada si el 

valor está entre 0,3 y 0,6, y alta si se encuentra por sobre el 0,6. La elaboración 

del Índice de Disimilitud requiere que la distribución de la característica analizada 

sea discreta y, particularmente, dicotómica, en el sentido de que un individuo 

puede poseer o no la característica analizada, sin existir estados intermedios”48.  

	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
48 Medidas de segregación escolar: discusión para el caso chileno, Centro de estudios Mineduc, 31 
de diciembre de 2012 (documento en línea: 
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El último cuadro hace referencia a la segregación académica que, como explica 

Bellei, ha sido menos estudiada en Chile que la segregación socioeconómica. 

Ahora bien, resulta que la segregación socioeconómica de los estudiantes produce 

indirectamente segregación académica. Añade Bellei que, a pesar de que la 

segregación académica y la segregación socioeconómica apuntan a dimensiones 

diferentes de la organización y funcionamiento de los sistemas escolares, ambos 

fenómenos tienden a estar fuertemente relacionados en la práctica, lo que se 

traduce en que a mayor inclusión social, mayor inclusión académica 

 

 

Otro dato interesante es que, de acuerdo a un estudio sobre los factores 
asociados a la segregación escolar en Chile, la existencia de más opciones de 

escuelas para elegir dentro de una comuna está asociado con una mayor 

segregación social de las escuelas en dicha comuna49. 

 

A esto Bellei agrega que la clase social a la que la familia pertenece incidiría 

decisivamente en la elección de escuelas, en otras palabras, la composición 

socioeconómica de los alumnos de las escuelas es un factor de enorme 

importancia especialmente para familias de clase media y alta.. Añade Bellei: “…al 

interior de estos sectores sociales las familias se orientan fuertemente por 
criterios de distinción social, no sólo en términos positivos (incorporarse a 
grupos de mayor estatus), sino principalmente en término negativos: evitar 
alumnos y familias percibidos como potenciales ‘malas influencias’ para sus 

hijos, especialmente en el plano conductual”50. 

 
Pero el modelo educacional chileno sería no sólo fuente de segregación e 

inequidad, sino que además el mismo modelo que aboga por la diversidad y la 
libertad de elección, no estaría a la altura de tal discurso, ya que en realidad la 

elección de las familias estaría condicionada por su poder adquisitivo y como en el 

	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
49 Nicolás Bellei, op. cit., 182.. 
50 Ibid., 134. 



mercado educativo existe una relación “precio-calidad”, sólo aquellas familias con 

mayor poder adquisitivo podrían “elegir” una educación de calidad mientras que el 

resto sería “libre de elegir” aquellos establecimientos que ofrece una educación 

mediocre. Al respecto escribe Bellei:  

 

“…el uso masivo de prácticas de selección de estudiantes y familias al momento 

de la admisión: es importante que se trata de familias que han ejercido su derecho 

a elegir, pero son luego rechazadas (en establecimientos, como gusta decir a 

algunos, financiados con sus impuestos) porque su hijo no cumple con requisitos 

académicos, sociológicos o conductuales, o porque ellas mismas tienen 

características que las descalifican”51. 

 

A lo anterior añade el autor el uso masivo de prácticas de expulsión que en este 

caso se trataría del “rompimiento unilateral de un vínculo de pertenencia, de 

comunidad, que muchas veces expresa una falta de compromiso con los desafíos 

formativos propios de la labor educativa (es decir, aquello para lo cual el Estado 

ha estado subsidiando al propietario del establecimiento)”52. 

 

Otros dos datos relevantes que aporta Bellei son los siguientes. El primero es 

que el énfasis en la libertad de ofertas “puede debilitar el sentido de cohesión y 

unidad que se espera de la educación nacional; a su vez, un excesivo énfasis en 

la libertad de elección de los padres tiende a segregar y hacer más inequitativos y 

menos meritocráticos los sistemas escolares”53. El segundo dato es que, a la luz 

de la experiencia internacional, la diversidad de ofertas educacionales no se 

realiza bajo la justificación de la “libertad de empresa” (como es el caso chileno), 

esto es, para iniciar negocios en torno a la educación, sino que para “reconocer y 

valorar la diversidad educacional existente al interior de los países (especialmente 

religiosa y en menor medida étnica) y dar cierta cabida a la innovación 
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52 Ibid. 
53 Ibid., 184. 



pedagógica”54. De acuerdo a esto, se debe distinguir entre la lógica de 
diversidad de proyectos y la lógica de diferenciación de mercado, siendo esta 

última la que ha predominado en Chile. El predominio de esta lógica de traduce, 

señala Bellei, en el énfasis puesto en la publicidad, en indicadores espurios de 

calidad (nombres en inglés, uniformes e insignias) 

 
¿Qué concluye Bellei en relación al modelo chileno? Teniendo en 

consideración la evidencia científica y la experiencia comparada en el mundo, 

afirma que no es conveniente que el Estado financie a organizaciones con fines de 

lucro para que se encarguen de satisfacer el derecho a la educación de miles de 

niños y jóvenes. En relación al tema de lucro, Bellei rechaza la idea de que las  

oportunidades y logros educacionales de niños y jóvenes sean resultado del 

mercado, es decir, en educación no puede ser la lógica del mercado “ el motor, el 

selector y el criterio rector”. La razón de esto es que tal concepción es 

incompatible con la noción de que la educación obligatoria es un derecho de los 

niños y jóvenes. En palabras del autor: 

 

“Confiar la satisfacción del derecho a la educación al mercado escolar pone en 

riesgo principios fundamentales de justicia entre los niños y las familias, así como 

bienes sociales superiores que se persiguen a través de la educación…La esencia 

de la acción del Estado en la educación en el mundo es 
precisamente…oponerse a la lógica del mercado, que da a cada uno lo que 
puede pagar y tiende a reproducir en la generación siguiente los privilegios y 
desventajas de la generación anterior”55. 

 

Bellei enuncia tipo de regulaciones y políticas que el Estado debería poner en 

práctica para relacionarse con sostenedores-establecimientos con fines de lucro 

que aspiren a recibir a recibir financiamiento estatal. Tal contribución del autor no 

se fundamenta en un mero ejercicio especulativo ni en el deseo de establecer 
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estatizar la educación, sino que se basa en las regulaciones existentes en los 

países capitalistas donde el Estado apoya financieramente a establecimientos 

privados, claro que sin fines de lucro. 

 

1-Calidad y eficiencia; el Estado debería: 
 

a) exigir estándares de calidad demostrados (no sólo de resultados de tests, 

ciertamente) a las escuelas pre-existentes que aspiran a ser 

subvencionadas por él. 

b) A las escuelas nuevas, exigir demostrar que existen probabilidades creíbles 

de llegar a ser superior en calidad a las escuelas actualmente 

subvencionadas por el Estado en la misma zona, en un plazo determinado. 

c)   Exigir sostener o elevar dichos estándares una vez recibido el 

financiamiento estatal, interrumpiendo el financiamiento si esto no se 

cumple. 

d) Impedir que se produzcan situaciones de sobre oferta escolar en las 

distintas zonas; exigir un cierto número mínimo de alumnos, consistente 

con el sistema de financiamiento. 

e) Tratar a los sostenedores según su historial demostrado de calidad, 

permitiendo e incluso promoviendo la expansión de los competentes, 

limitando e incluso impidiendo la existencia de los deficientes. 

 

2-Equidad y cohesión; el Estado debería: 
 

a) prohibir todas las formas de selección y expulsión de los alumnos y sus 

familias por parte de los establecimientos, directas o indirectas, basadas en 

cualquier criterio arbitrario, discriminatorio, o que perjudique a los alumnos 

más desaventajados en cualquier dimensión relevante. 

b) Exigir la gratuidad de los establecimientos, eliminado cualquier tipo de 

cobro o aportes obligatorios para las familias. 

c)   Cautelar que no se produzca espontáneamente una segregación mayor en 



los establecimientos de este tipo que en los públicos, y corregirla de 

producirse. 

d) Promover la creación de establecimientos de alta calidad en sectores de 

mayor vulnerabilidad social o educativa. 

e) Exigir a estos establecimientos colaborar en la educación de los estudiantes 

con mayores desventajas o que enfrentan más dificultades, de forma de 

evitar su presencia desbalanceada en los otros tipos de establecimientos. 

f)   Tratar a los sostenedores según su historial demostrado de contribución a la 

equidad, permitiendo e incluso promoviendo la expansión de los que hacen 

un mayor aporte, limitando e incluso impidiendo la existencia de los que no. 

 

3-Diversidad y libre elección; el Estado debería: 
 

a) exigir a los establecimientos un proyecto educativo concreto, que 

demuestre ser un aporte relevante a la diversidad de ofertas educacionales 

de la zona, y monitorear luego el cumplimiento de dicho proyecto. 

b) licitar o contratar propuestas educacionales innovadoras en áreas de 

interés común poco desarrolladas (v.g. establecimientos artísticos, 

vinculados al desarrollo regional, con enfoques pedagógicos o de 

organización innovadores). 

c)   prohibir a los establecimientos que financian todo tipo de prácticas de 

discriminación ideológica, social, racial, cultural, de género, etc., no sólo 

entre sus alumnos y familias, sino como empleador. 

d) prohibir toda forma de publicidad engañosa o que resulte descalificatoria 

hacia algunos alumnos, y toda forma de ‘pre selección’  que busque inhibir 

a ciertas familias de elegir el establecimiento. 

e) controlar la asignación de los alumnos a las escuelas, garantizando 

completamente el derecho a elegir de la familias y eliminando la elección 

por parte de los establecimientos  (utilizando, por ejemplo, procedimientos 

aleatorios cuando haya exceso de demanda; o criterios justificables, como 



cuotas que garanticen cierta diversidad al interior de los establecimientos)56. 

 

 

Tales medidas así como una revitalización y desestigmatización de la 
educación pública son desafíos que el país debe afrontar. En relación a este 

último aspecto, Bellei señala que la educación pública habría sido objeto de un 
proceso de  estigmatización social y académica. La primera estigmatización 

nos presentan a las escuelas públicas como un espacio en donde “cualquiera 

entra” dado su carácter gratuito y no selectivo. El segundo estigma promueve la 

idea de que las escuelas subvencionadas (y privadas) serían notoriamente más 

efectivas que los establecimientos educacionales público.  

 
III-Fernando Atria: de la “neoliberalización” a la “desneoliberalización” de la 

educación 
 

Ahora abordemos las ideas del abogado,  académico e ideólogo de algunos de los 

líderes del movimiento estudiantil: Fernando Atria. Para comprender la postura de 

Fernando Atria, tenemos que comprender su tesis central que es la de entender la 

educación como un derecho social. El autor plantea que es necesario llevar a cabo 

un verdadero “cambio de paradigma” que implique ir más allá del modelo 
neoliberal, es decir, pensar la educación prescindiendo de las categorías del 

modelo neoliberal. No es este el lugar para profundizar en este concepto ya que lo 

he bordado con mayor detenimiento en mi libro. Pero cabe señalar, siguiendo al 

sociólogo chileno Manuel Antonio Garretón, algunos de los rasgos de este 

modelo implantado por los Chicago Boys durante la dictadura militar y continuado 

por los gobiernos de la Concertación. De acuerdo a Garretón el neoliberalismo57 

es una de las ideologías más importantes del siglo XX y sus principales postulados 

son: 
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57 Para profundizar en el inexacto significado de este concepto consultar mi libro “Estudios sobre 
Marx(ismo), socialismo y sus críticos”, capítulo LV en mi página web: 
www.libertyandknowledge.com  



 

a-Importancia del individuo, la propiedad privada y la búsqueda del beneficio 

propio. 

b-Primacía de la libertad. Ausencia de impedimentos externos al libre 

funcionamiento del mercado. 

c-Mercado como el ámbito para la realización de las libertades individuales. 

d-La desigualdad como algo natural, las desigualdades son inevitables y 

consecuencia de las capacidades de los individuos 

e-El sistema capitalista como el más óptimo y escepticismo (sino rechazo) a la 

intervención estatal) 

 

De acuerdo a Atria, la Concertación sólo se limito a tomar el “modelo” heredado de 

los Chicago Boys realizando algunos cambios cosméticos dando como resultado 

lo que Atria denomina como “Neoliberalismo con rostro humano”. Lo central es 

que el autor aboga por un cambio de paradigma, lo que implica llevar a cabo un 

cambio en el lenguaje que utilizamos usualmente, así como las categorías con las 

que solemos pensar en la educación, es decir, como una mercancía o bien de 

consumo. 

 

La mejor manera de entender lo anterior es analizando la situación de la 

educación en la actualidad, es decir, la educación bajo el mercado. Atria distingue 

los siguientes tres rasgos del mercado (M)  

 

M1: Los individuos actúan motivados por su propio interés, no por el interés ajeno. 

 

M2: Nadie tiene el deber de proveer o el derecho a recibir antes de llega a 

acuerdo en un contrato. 

 

M3: Cada participante es libre de sujetar su disposición a contratar a las 

condiciones que desee. 

 



De acuerdo a lo anterior tenemos entonces lo siguiente: 
 

M1: Quien provee la educación no lo hace por un compromiso con la educación o 

servicio a la comunidad, sino que lo hace persiguiendo su propio interés, esto es, 

es motivado a actuar en vistas de lucrar. 

 

M2: ningún establecimiento está obligado a educar, mientras no exista entre éste y 

el estudiante (familia) un contrato. 

 

M3: Cada establecimiento puede poner las condiciones de ingreso que desee. 

 

 

De acuerdo al cambio de paradigma que implica el concebir la educación como un 

“derecho social” y no como una mercancía o “bien de consumo” tenemos lo 

siguiente: 

Principales rasgos de la educación como derecho social (DS): 
 

DS1: El proveedor no provee porque de ese modo sirve a su propio interés, sino 

porque sirve el interés ciudadano. 

 

DS2: El ciudadano tiene derecho a la provisión, y el proveedor tiene el derecho de 

proveer. 

 

DS3: El proveedor no está en condiciones de establecer unilateralmente, 

condiciones especiales de provisión caso a caso. Las condiciones de acceso, que 

especifican los márgenes del derecho ciudadano han de estar fijadas en un 

protocolo público aplicables a todos por igual. 

 

Tenemos pues lo siguiente: 

 

DS1 = Fin al lucro 



DS2 = Fin a la selección 

DS3 = Gratuidad. 

 

En lo que respecta al polémico concepto de “gratuidad”, Atria explica que, 

desde la óptica de los derechos sociales, de lo que se trata no es de que exista 

educación gratis para quien no pueda pagarla sino que se trata de que la 

educación recibida no este mediada por la capacidad de pago de la familia, en 

otras palabras, se tratad de descomodificar la educación, esto es, transformarla 

en un derecho social. En palabras de Atria: “La propuesta que estamos explicando 

asume que es necesario pagar por educación, porque la educación requiere 

recursos. Pero en el sentido políticamente relevante, que la educación deje de ser 

un bien que se distribuye con la lógica desigual del mercado y pase a distribuirse 

con la lógica ciudadana de los derechos sociales, sí lo es”58. 

 
¿Qué entiende el autor por “derechos sociales”? En palabras de Atria: 

 

“Los derechos sociales contienen la idea de que ciertos aspectos del bienestar de 

cada uno son responsabilidad de todos, y porque descansan en la idea de la 

realización recíproca, no pueden ser entendidos como indiferentes a la 

cooperación” 

 

Los “derechos sociales” implican, siguiendo la clásica división de Isaiah Berlin, 

la prioridad de la “libertad positiva” (libertad para) sobre la libertad negativa 

(libertad de).  Otra  idea central es el concepto de  “lo público”. El autor afirma 

que la idea de que lo público equivale a lo estatal y que se identifica con él, es 

simplemente una tontería. De acuerdo a esto Atria señala que TVN no es 

televisión “pública” ya que se financia vendiendo publicidad en el mercado y que el 

Banco Estado no es público ya que busca obtener utilidades de sus clientes. ¿Qué 

	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
58 Fernando Atria (en colaboración con Constanza Salgado y Javier Wilenmann), Derechos 
sociales y educación, un nuevo paradigma de lo público (Chile: LOM Ediciones, 2014), 193. 



sería entonces una televisión y un banco verdaderamente “público”? En palabras 

de Atria: 

 

“…que haya un banco público quiere decir que ese banco podrá actuar y fijar sus 

políticas crediticias atendiendo al interés de todos y no a lo que conforme al 

mercado es lo más conveniente”59. 

 

“…que haya televisión pública implica que hay un canal de televisión que puede 

decidir sobre su programación preguntándose qué tipo de información es la que 

sirve de mejor modo las necesidades de comunicación pública, no cuál es la que 

es más lucrativa dadas las características del mercado dadas las características 

del mercado”60. 

 

Así, queda planteada la pregunta:  ¿qué es lo público? Responde el autor: “…es 

un espacio en el que como ciudadanos iguales discutimos y decidimos sobre lo 

que va en el interés de todos, un espacio en el que la apelación al interés 

particular no tiene fuerza justificadora”. Mientras que en la “esfera privada” 

predominan los “poderes fácticos”, en la “esfera pública” predomina la ciudadanía 

y la igualdad, y se apela al “interés general”. 

 

Atria explica que  lo que define a “lo público” es el régimen y no el agente 

proveedor, ya sea este el Estado o un privado. Desde ese punto de vista no 

importa quién es el agente siempre y cuando el régimen sea el régimen de lo 

público, es decir, que se cumpla DS1-DS2-DS3. Teniendo en cuenta esta 

concepción de lo público Atria critica a la “izquierda” que se declara como 

“progresista” 

 

Debido a que no logra pensar más allá del paradigma neoliberal y, como 

resultado, cae en el error de identificar lo “público” con el Estado, es decir, con el 

	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
59 Ibid., 236. 
60 Ibid. 



agente (y no con el régimen que es lo que defiende Atria). Dentro del pensamiento 

de la izquierda el Estado es concebido como un agente más del mercado (Estado 

Neoliberal) lo que se traduce en que lo que no provee el mercado lo provee el 

Estado, de manera que estamos ante una suerte de “Estado muleta” que 

“produce” y “distribuye” “bienes públicos que el mercado no ofrece. Esto 

significaría que lo público es sólo algo secundario, es decir, es el resultado de los 

fallos del mercado, de manera que hace su entrada para cubrir aquellas lagunas 

dejadas por el mercado. La izquierda queda así encerrada dentro de la “lógica 

neoliberal” y la “lógica del mercado” en donde el mercado se limita a producir y 

ofertar bienes privados o mercancías, y el Estado se limita a la producción y 

distribución de bienes públicos que el mercado no provee. 

 

¿Cuáles son, en resumen, las principales críticas de Fernando Atria? En la 

médula de su crítica esta sin duda alguna el modelo o paradigma neoliberal o lo 

que él denomina como “Neoliberalismo con rostro humano”. Cualquier intento 

de abordar el tema de la educación dentro de la matriz neoliberal es inútil, es 

seguir atrapado en una lógica perversa que oculta el verdadero significado de la 

educación. 

 

Por lo tanto, el académico chileno critica los distintos aspectos que caracterizan al 

paradigma heredado de la dictadura militar y los Chicago Boys. Tal paradigma, 

como ya señalé más arriba, pone en marcha un proceso de mercantilización de 

todos los aspectos de la sociedad ante lo cual Atria plantea la 

“descomodificación” de la educación, es decir, entenderla no como una 

mercancía más que se oferta en el mercado, sino que como un derecho social 

(DS1-DS2-DS3). El paradigma neoliberal transforma el mercado en el mecanismo 

más eficiente de asignación de recursos, lo cual no sería así en el caso de la 

educación. Dentro de ese contexto ideológico, la educación sería un bien más 

(una mercancía) y, como tal, puede ser ofrecida en el mercado y como cualquier 

otro bien, existirán numerosas ofertas de educación por parte de diversos 

establecimientos. Continuando con esta lógica tendríamos que la competencia 



forzaría y  fomentaría que cada establecimiento ofreciera un mejor servicio 

educativo,  de mejor calidad para así no ser desplazado en el mercado. Como 

sucede en todo mercado, existirán productos de calidad (Mercédez-Benz) y peor 

calidad (Lada) de manera que  existiría una relación precio-calidad, en donde sólo 

algunos podrán pagar por aquellos productos de mejor calidad, lo que en el ámbito 

educativo significaría que aquellas familias con mayor poder adquisitivo podrían 

acceder a una mejor educación, mientras que las familias de escasos recursos 

asistirían a establecimientos municipales de peor calidad. En cuanto a la 

información disponible para los “consumidores” (familias) dentro del mercado 

educativo, mercado envía las señales informativas por medio de las pruebas 

estandarizadas (SIMCE-PSU), para que los apoderados puedan tener datos 

“objetivos” sobre el desempeño académicos de los distintos establecimientos 

educativos. 

 

En síntesis, tenemos que, de acuerdo a  Atria, el modelo o paradigma neoliberal o 

lo que denomina como “Neoliberalismo con rostro humano” a mercantilizado (entre 

otras cosas) a la educación transformándolo en un bien de consumo más. Pero lo 

que es más importante es que para Atria el neoliberalismo ha permeado (y 

podríamos decir “contaminado”) nuestro lenguaje y comprensión de aspectos tales 

como la política, ciudadanía, el estado y lo público. Así, cualquier discusión sobre 

estos temas deben realizarse al margen del modelo, por lo que si vamos a discutir 

sobre educación debemos entender la educación no como la concibe el 

neoliberalismo. Para Atria existe algo en el proceso educacional que hace que 

lucrar con esta sea problemático. El problema no sería el “cómo se provee X” sino 

en “lo que es provisto”, es decir, “X” mismo. Entender la educación de acuerdo a la 

lógica M1-M2-M3 distorsiona la forma en que debe entenderse lo que es la 

educación. 

 

El modelo de financiamiento que propone Atria se puede entender si 

consideramos el caso del National Health Service (NHS) británico creado en 1949 

por el político Aneurin Bevan, que el mismo autor aborda en su libro. Atria explica 



que los principios del NHS describen las características de un orden institucional 

que reconoce la protección de “X” (= salud o educación) como un derecho social. 

Tales principios son: 

 

1) El sistema X (salud o educación)  debe responder a las necesidades de 

todos. 

2) La provisión debe ser gratis en el punto de servicio. 

3) La provisión debe distribuirse de acuerdo con la necesidad y no con la 

capacidad de pago. 

 

Atria señala que el principio (1) y (3) son una expresión del sentido político de la 

idea de universalidad, esto es,  la idea de derechos sociales, de que las 

necesidades de “X” (= salud o educación) de cada uno son una responsabilidad de 

todos. En cuanto al punto 2, se refiere a la manera en que lo anterior puede ser 

realizado. De acuerdo a Atria, no se trata de que la producción y distribución de 

“X” (= salud o educación) sea “gratis”, sino “gratis en el punto de servicio”. Explica 

que si el punto de servicio no es gratis, tendremos entonces que el servicio será 

provisto sujeto a la capacidad de pagar de manera que se infringiría el principio 

(3). 

 

En el caso de la educación superior, Atria propone, en primer lugar, el 

establecimiento de  un impuesto para todos, es decir, que todos los que lo reciben 

aporten una proporción de sus ingresos y, en segundo lugar, la aplicación de lo 

anterior a todos los estudiantes, de manera que es el único medio para financiar 

estudios superiores. Para entender mejor esto debemos hacer referencia al 

proyecto del Gobierno de Sebastián Piñera al que Atria hace referencia. Este 

proyecto consistía en que el estudiante cursaba sus estudios gratis en la 

universidad, es decir, el Estado pagaba (le otorgaba un crédito al estudiante, 

disponible para el 90% más pobre). Al terminar sus estudios, el estudiante, ahora 

trabajador, pagaría tal crédito en cuotas progresivas que corresponderían al 5 o al 

10% del ingreso (dependiendo del monto percibido). El estudiante entonces, 



tendría el deber de pagar en cuotas mensuales hasta que se cumpliera una de las 

dos siguientes condiciones:  

 

1-Pagar todo lo que recibió, a una tasa del 2% de interés. 

 

2-Cumplir con ciento ochenta cuotas mensuales, o lo que es lo mismo, pagar 

durante 15 años 

 

La propuesta de Atria consiste en un sistema que cubre no al 90% más pobre sino 

que a todos. Se trataría de un impuesto al ingreso de los egresados y, como 

contrapartida, la universidad sería, para todos, siempre gratuita, en el sentido de 

que nadie tendría que pagarla como condición para recibirla. En palabras de Atria: 

 

“Se trataría de un sistema universal que no dejaría espacio para la 

automarginación de los más ricos. Todos han de financiar su educación superior 

de este modo, es decir, todos estudian gratis y luego contribuyen con un impuesto 

progresivo de entre 5 y 10% de sus ingresos por un determinado plazo (o a una 

tasa más baja y de modo indefinido). Esta es la segunda diferencia: bajo el 

régimen origina (de Piñera), quienes tienen (ex-post) altos ingresos, y entonces 

‘devuelven’ lo que recibieron (a un interés del 2%), dejan de pagar al momento de 

hacerlo. En el sistema propuesto todos contribuyen por el mismo tiempo”61. 

 

Con el proyecto de Piñera, señala Atria, efectivamente el 90% más pobre habría 

recibido el “crédito”, pero sucede que el décimo decil habría quedado excluido ya 

que, de lo contrario, habría recibido un subsidio del 2%, y subsidiar a los ricos 

sería un proyecto regresivo. Atria piensa que no hay es necesario excluir a ese 

10% de tal “beneficio” ya que excluir a ese 10% sólo tendría como consecuencia 

un aceleramiento en la educación superior de la segregación, tal como sucede en 

la educación escolar. Esto quiere decir que las universidades podrían discriminar a 

los estudiantes bajo el criterio de si tiene o no tiene crédito. 
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En otra parte escribió el autor: 

 

“…es importante notar que lo que aquí se está discutiendo es la forma de romper 

el vínculo entre educación y capacidad de pago, de modo de poder decir que la 

educación es ofrecida al ciudadano como un derecho social…Si el financiamiento 

de las instituciones es conforme a la lógica de mercado, entonces qué institución 

recibe cuánto es algo que solo depende de las elecciones que hagan los 

estudiantes en tanto consumidores. Pero si la educación superior se financia con 

un impuesto especial…no hay razón por la que estemos obligados a decir que el 

financiamiento de las instituciones debe recibir la forma de un subsidio a la 

demanda. Es perfectamente posible transformar todo el financiamiento, o una 

parte de él, en fondos basales”62 

 

Paradigma neoliberal Fernando Atria Se traduce en… 

 
M1 = Los individuos 

actúan motivados por su 

propio interés, no por el 

interés ajeno. 

 
DS1 = El proveedor no 

provee porque de ese 

modo sirve a su propio 

interés, sino porque sirve 

el interés 

La educación no es una 

mercancía más y no 

puede ser que el dueño 

adopte medidas 

pedagógicas en vistas de 

perseguir su propio 

interés. La educación no 

puede estar subordinada 

al lucro. 

 
M2 = Nadie tiene el deber 

de proveer o el derecho a 

recibir antes de llega a 

acuerdo en un contrato 

 
DS2 = El ciudadano tiene 

derecho a la provisión, y 

el proveedor tiene el 

DEBER de proveer. 

Es falso afirmar que la 

“selección”  favorece a 

quienes se han 

esforzado, es un 

espejismo que justifica 

una falsa meritocracia. 
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M3 = Cada participante 

es libre de sujetar su 

disposición a contratar a 

las condiciones que 

desee. 

DS3 = El proveedor no 

está en condiciones de 

establecer 

unilateralmente, 

condiciones especiales 

de provisión caso a caso. 

Las condiciones de 

acceso, que especifican 

los márgenes del derecho 

ciudadano han de estar 

fijadas en un protocolo 

público aplicables a todos 

por igual. 

El paradigma de los 

derechos sociales 

establece 

1-No se trata de que la 

educación sea gratis para 

que los que no puedan 

pagarla. 

 

2-Se trata de que la 

calidad no dependa del 

precio de manera que 

sólo acceden a una 

educación de calidad los 

que tienen mayor poder 

adquisitivo 

 
IV-La Confederación de Estudiantes de Chile (CONFECh) 

 

En la misma línea de Atria otros actores han presentado sus propias propuestas 

sobre los aspectos que deben cambiarse dentro del modelo educativo chileno. La 

Confederación de Estudiantes de Chile (CONFECh) publicó el 2015 los 

principios fundamentales para una nueva educación pública. Señalan que dentro 

del marco del Estado subsidiario “lo público” se ha reducido a reglas y subsidios 

que se aplican a los privados y como consecuencia, la educación ha pasado a 

transformarse en un bien de responsabilidad individual. La CONFECh aboga por la 

transición desde la educación de mercado, que prevalece en nuestro país, a 
una educación concebida como un derecho social, lo cual supone a su vez 

transitar de un modelo en donde la educación es en esencia particular y 

competitiva, a un modelo donde predomina la colaboración y la democracia. En 

resumen la CONFECh señala: “En definitiva, la educación contra la que nos 

rebelamos es una educación de mercado, donde el paradigma ha sido la 



ampliación de la matrícula a través de la libertad de enseñanza entendida como 

libertad de empresa, discriminando a estudiantes e instituciones”63. La educación 

en la actualidad, señala la CONFECh, ha sido entregada a tecnócratas que no son 

parte del proceso educativo y que representan intereses individuales, y termina 

por aislar la educación del control ciudadano. Para poner fin a lo anterior y 

promover una mayor democratización de la educación, la CONFECh propone 

definir una “Estrategia Nacional de Desarrollo para la Educación Superior Pública” 

que incorpore a los distintos actores sociales del país. Otro punto importante es 

uno al que había hecho referencia más arriba y es el de revitalizar la educación 

pública, es decir, desestigmatizarla. Señala el documento que la dictadura militar 

significó,  para la educación pública, un proceso de precarización de esta misma y 

de un abandono por parte del Estado a favor de la introducción de la lógica del 

mercado dentro del ámbito educacional. Así, fortalecer la educación pública se 

traduce en el Estado debe asumir un papel activo y protagónico en la promoción y 

provisión de educación pública como un derecho universal. En lo que respecta a la 

gratuidad universal, la CONFECh señala que esta constituye la mejor forma de 

garantizar que, al educarnos, somos todos iguales. La gratuidad no hay que 

entenderla como un mero principio económico sino que como un “requisito para 

los fines educativos en una sociedad que anhela ser democrática”. Para ellos se 

hace necesario pensar en nuevas medidas como la de discutir otra reforma 

tributaria que transforme la distribución de los ingresos, la renacionalización de los 

recursos naturales, la disminución del gasto en fuerzas armadas y una mayor 

fiscalización del Sistema de Impuestos Internos sobre la recaudación de 

impuestos. En relación al tema del lucro, la CONFECh es clara cuando afirma 

que las finalidades propias de la educación se ven corrompidas producto del 

sometimiento de la educación a la lógica del dinero. Sobre este tema, la 

CONFECh considera fundamental los siguientes puntos: 
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a) Establecer como requisito de existencia de toda institución educacional 

formal que busque reconocimiento del Estado el ser una institución sin fines 

de lucro, tanto en el ámbito pre-escolar, escolar y superior, público y 

privado, con o sin financiamiento del Estado. 

b) Proceso de revisión de instituciones conexas a la educación superior que 

identifique y restrinja los resquicios para el lucro en educación. 

c)   La prohibición de lucrar con la educación debe pasar a ser tipificada como 

delito sancionado con pena aflictiva, de modo que quienes obtengan 

utilidades producto de la educación, de forma directa o indirecta, sean 

sancionados como corresponde. Además debe existir un régimen de 

sanción a las personas jurídicas que incurran en este delito. (No existe 

pena aflictiva para personas jurídicas) 

 

 

Camila Vallejos 
 

La diputada del Partido Comunista y presidenta de la comisión de Educación de 

la Cámara, Camila Vallejos, afirma que entorno a la discusión de la reforma 

educacional, lo primero que hay que señalar es que tal reforma no constituye 
sólo un proyecto que pone fin al lucro, la selección y el financiamiento 
compartido (como lo plantea la derecha) sino que, muy por el contrario, 

posee múltiples aristas, que se expresan en proyectos de ley y programas de 

gobierno que componen un entramado complejo y sistémico. La diputada insiste 

en que no se debe caricaturizar el debate en el sentido de presentarlo como un 

mero maquillaje, un cambio superficial que no apunta a lo medular. De acuerdo a 
la diputada el cambio propuesto implica que la educación:  
 
a) Busque un beneficio general y no uno privado (a partir del fin del lucro). 

b) Que sea gratuita y por ende, independiente de los recursos económicos que 

tengan las familias (a partir del fin del copago). 



c) Que sea universal, permitiendo a todos y todas la igualdad ante el derecho y 

que sea el Estado quien asegure su ejercicio (a partir del fin de la selección). 

 

La diputada no cree que sea justo que el Estado deba financiar los estudios de 

una institución que está acreditada por menos tiempo del que dura su carrera o 

que las algunas de las carreras que imparte, no tengan campo laboral, ya que 

fueron creadas sólo para captar matrículas. Tampoco cree que sea justo que deba 

permitirse el traspaso de recursos estatales a universidades que seleccionan (que 

prohíben los centros de estudiantes o que han sido multadas por prácticas 

antisindicales. Por lo tanto, para Vallejos el Estado debe garantizar el derecho de 

estudiar gratuitamente no en cualquier institución educativa, sino que en aquellas 

que entreguen educación de calidad inclusiva y en las cuales se respeten 

derechos mínimos como la posibilidad de organizarse o la libertad de cátedra. 

 

Pero añade Vallejos que el fin del lucro, la selección y el copago no son medidas 

suficiente desde la perspectiva de “deconstruir el modelo de mercado” para 

establecer las bases de un nuevo modelo, ya que aún quedan temas al margen 

como el voucher y la estandarización, “mecanismos que operan en lógicas 

relacionales de mercado”. El modelo al que se refiere Vallejos es, claro está, el 

mismo que denuncia incansablemente Fernando Atria: el neoliberalismo. En una 

columna escribió Vallejos: 

 

“…lograr el derecho social a la educación es también una discusión sobre el 

proyecto de desarrollo país, ya que el modelo neoliberal diseñado por los 

economistas de Chicago, siguiendo los pasos sugeridos por Milton Friedman, 

comprende a la educación como un servicio que puede ser comprado y restringe 

la acción estatal a la entrega de subsidios (subvenciones, becas, créditos y otros 

tantos aportes en dinero) dirigidos a la demanda, tratando a los ciudadanos como 

consumidores. La educación fue convertida en un mercado de millonarias 

ganancias para empresarios y de endeudamiento para las familias chilenas. Y 



ante esa injusticia el pueblo se rebeló.”64. 

 

 

El SIMCE, explica Vallejos, no es un reflejo de una educación de calidad ni ayudan 

a mejorar los procesos educativos y, más bien,   “obliga a las escuelas competir en 

un mercado por cooptar a los mejores estudiantes mediante un proceso de 

descreme, el cual se debe tanto por la selección, como por el copago”. En el 

mismo sitio web65 de la diputada se puede leer su apoyo a todo proyecto de ley 

que: 

 

a) Consagre a la educación como bien público y derecho social universal. 

b) Construya un gran Sistema Nacional de Educación Pública Gratuita Laica, de 

Calidad y democrático. 

c) Recaude los recursos necesarios suficientes para garantizar el nuevo sistema 

de educación pública, a través de una reforma tributaria que cobre más a los más 

ricos. 

d) Fiscalice los recursos públicos que se dan a los privados, su calidad y 

pertinencia. 

e) Haga desaparecer todas las formas de lucro en la educación. 

f) Libere a las familias de segmentos medios de todo gasto en educación. 

g) Termine con la municipalización de la educación escolar y el financiamiento 

compartido. 

h) Asegure estabilidad, capacitación y derechos laborales a profesores y 

ayudantes de la educación. 

i) Genere un mecanismo de acceso a la educación superior equitativo y no 

discriminatorio. 

j) Impulse y cree un sistema de Formación Técnica, nacional e integrado a nivel 

escolar y superior. 

 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
64 Camila Vallejos, Gratuita y de Calidad, El Mostrador, 31 de Julio de 2015 (artículo en línea: 
http://www.elmostrador.cl/noticias/opinion/2015/07/31/gratuita-y-de-calidad/)  
65 Compromisos: Educación (http://camilavallejodiputada.cl/compromisos/compromisos-educacion/)  



V-Propuesta de Reforma Educacional del Gobierno de Michelle Bachelet 
 

La reforma educacional del Gobierno de Michelle Bachelet también transita por 

una vía similar a la de Atria y la CONFECh. Podemos leer al comienzo de este: 

 

“La educación chilena del siglo XXI debe estar al servicio de nobles ideales, 
de una sociedad fuertemente cohesionada, que supere la segregación social, 

que promueva la formación integral, la inclusión, la solidaridad y la democracia 

como valores centrales para el desarrollo nacional y de cada uno de los chilenos y 

chilenas. El Estado asegurará que, independientemente del origen, condición, 

historia o lugar donde se habite, toda niña y niño tendrá el derecho de integrarse a 

un proceso educativo donde será reconocido, y accederá a experiencias de 

aprendizaje que le permita desplegar talentos y lograr las competencias 

requeridas por la sociedad actual, promoviendo un desarrollo ciudadano a escala 

humana y basado en el bien común... El Estado, a través de la educación 
pública, desarrollará un rol fundamental en cada nivel educacional. El Estado 

debe garantizar el ejercicio del derecho a una educación de calidad, fortaleciendo 

la educación pública, entregando garantías explícitas y exigibles a ciudadanos y 

ciudadanas”.  

 

Sobre el tema de la gratuidad universal, el programa señala que implementar tal 

medida implica un “cambio de paradigma”, ya que se traduce en pasar de la 

educación entendida como un bien transable en el mercado y la competencia 

como mecanismo regulador de la calidad, a un sistema educacional coordinado 

que ofrece a las niñas, niños y jóvenes de Chile un derecho social. En cuanto al 
lucro, aquí podemos encontrar diferencias con lo expuesto, por ejemplo, por la 

CONFECh, ya que el programa de Bachelet y la Nueva Mayoría aclara que  poner 

fin al lucro no significa poner fin al sector particular subvencionado. De lo que se 

trata es el poder garantizar que los padres puedan elegir el modelo educativo que 

quieran para sus hijos, por lo tanto, El Estado continuará respetando la existencia 



de un sistema mixto. Los principios fundamentales de la reforma educacional son 

los siguientes: 

 

a) La educación tiene un valor público innegable y está a la base de una 

sociedad más justa, democrática y participativa. Nuestra sociedad debe 

abandonar las prácticas que han permitido tratar la educación como un bien 

de consumo.   

b) El otorgamiento de garantías explícitas para los ciudadanos en materia 

educativa, respecto de acceso, calidad y financiamiento.  

c) El fortalecimiento del rol del Estado, como actor activo tanto en la entrega 

directa de servicios educativos, como en una estricta fiscalización del 

sistema.  

d) El fortalecimiento de la Educación Pública como motor y sello del proceso 

de la Reforma Estructural. La Educación Pública debe fijar los estándares 

de calidad y tener presencia relevante en todo el territorio. Esta es la base y 

herramienta más potente sobre la que se construirá el proyecto educativo, 

la cohesión y la integración social.  

e) El sistema educativo debe promover la integración y la inclusión social en 

todos los niveles. No podemos olvidar que las actuales reglas y normas nos 

han conducido a ser uno de los países cuyo sistema escolar es de los más 

segregados socialmente. El Estado debe activamente abordar esta 

situación.  

 

f) Poner al centro de las políticas públicas el proceso educativo y los 

aprendizajes. Es necesario alinear el proceso educativo con los ciudadanos 

que deseamos formar, el país que soñamos y los desafíos de la enseñanza 

en todos sus niveles y especialmente la de los más vulnerables.  

 

 

g) La generación de igualdad de oportunidades educativas desde la cuna, con 

acciones compensatorias para estudiantes que, producto de las 



desigualdades pasadas, hoy estén en desventaja. Las brechas educativas 

se manifiestan desde antes que las niñas y niños ingresen al colegio. Las 

políticas públicas, tanto en magnitud de los recursos invertidos como en el 

diseño de instrumentos, deben contribuir a reducir y eliminar las brechas 

sociales.  

 

h) El carácter global de la Reforma Educacional, incluyendo a los niveles 

Parvulario, General y Superior, de manera de integrar y cubrir a todo el ciclo 

de la Educación.  

 

 

¿Cómo afectaría el proyecto de la Nueva Mayoría a los Colegios 
Subvencionados? Existen alrededor de 5.965 colegios particulares 

subvencionados a lo largo del país de los cuales dos tercios tienen fines de lucro 

(Elacqua). Estos colegios tienen a cerca de 1.300.000 alumnos.  De aprobarse la 

reforma del gobierno, en un plazo de dos años deberán tomar una difícil decisión:  
 

1-Prohibir el lucro. 

2-Prohibir la selección. 

3-Prohibir el copago 

 
En relación al tema de la selección hay que precisar si existiesen más cupos 

que postulantes, entonces todos lso niños quedarían admitidos. Si existiesen  más 

postulantes que cupos, entonces los establecimientos deberán aplicar un 

procedimiento de admisión aleatorio, en donde se deben  considerar los siguientes 

criterios de prioridad: 

 
a) Que tengan hermanos que postulen o estén matriculados en el establecimiento. 

b) 15% de estudiantes prioritarios. 

c) Hijo de profesor o de asistente de la educación del establecimiento. 

d) Que hayan estado matriculados anteriormente en ese establecimiento. 



 
¿Cuáles serían las otras opciones? 
 

1-Pasar a transformarse en corporaciones sin fines de lucro y los aportes estatales 

deben ser invertidas en educación. Para ello existirá una lista con lo detalles en lo 

que se refiere a lo que se puede gastar con los fondos estatales. 

 

2-Convertirse en colegios particulares, renunciando así a la subvención. Esto se 

traduciría en un aumento del arancel y dejaría sólo a aquellas familias que puedan 

pagarlo. 

 

3-Cerrar o vender los colegios al Estado al precio que éste fije, y retirarse del 

negocio de la educación. 

 

 

Respecto a lo anterior, han emergido algunas críticas, cuestionamientos y dudas. 

Por ejemplo, Ignacio Walker consideran que, en relación al costo fiscal para la 

compra de infraestructura y terrenos a los sostenedores que no deseen continuar 

en el rubro educacional, el tope máximo de US$ 5 mil millones en 12 años es una 

suma excesiva para algunos parlamentarios, principalmente para el senador 

Ignacio Walker (DC). 



 

 

 

 

 

 

	  
!

!

	  



 

Tal como publicó CIPER66 hubo cambio significativos con la nueva hija de ruta. 

Así, por ejemplo, la ficticia familia Pérez Vergara, compuesta por padre, madre y 

tres hijos, tenían un ingreso per cápita en su hogar = 160.000 (padres gana 

500.000 y la madre gana 300.00/5 = 160.000). Esto hace de la familia Pérez 

Vergara parte del sexto decil, esto es, del 60% más vulnerable. Esto se traduciría 

en que si alguno de sus tres hijos ingresaba el próximo año a cualquiera de las 25 

universidades del CRUCH o a uno de los ocho Centros de Formación Técnica e 

Institutos Profesionales acreditados y sin fines de lucro, habrían obtenido 
financiamiento estatal completo de sus estudios. ¿Qué sucedió con esto? Tras 

el cónclave la familia Pérez Vergara quedó fuera de este beneficio. Sucedió que 

tras el cónclave las reglas del juego cambiaron. En primer lugar el beneficio 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
66 Juan Pablo Figueroa, Los desconocidos detalles de cómo se implementará la gratuidad 
universitaria en 2016, CIPER, 18 de Agosto de 2015 (investigación en línea: 
http://ciperchile.cl/2015/08/18/los-desconocidos-detalles-de-como-se-implementara-la-gratuidad-
universitaria-en-2016/)  

	  



anteriormente descrito estaría destinado a estudiantes de los primeros cinco 

deciles, de manera que la cobertura sería ahora para el 50% más vulnerable del 

país. En segundo lugar tenemos que ya no se aplicará sólo en las universidades 

del CRUCH y los pocos CFT e IP que no tienen fines de lucro (y acreditados), sino 

que también incluiría las universidades privadas que cumpliesen tres requisitos 

mínimos:  

 

 

a) contar con acreditación por cuatro o más años. 

b) tener participación de alumnos y/o funcionarios en alguna instancia del 

gobierno superior institucional. 

c) no tener sociedades con fines de lucro entre los integrantes de sus 

corporaciones o fundaciones. 

 

 
Como explica el mismo reportaje de CIPER nuevos cambios fueron realizados y 

ahora la gratuidad también se abrió para aquellas universidades que estuviesen 

acreditadas por tres años, pero sólo si además están certificadas en Investigación, 

siendo la Universidad Católica de Temuco es la única que cumple esas 

condiciones. Pero ese no fue el único cambio introducido en el documento del 

Mineduc, ya que también se eliminó de la prohibición inicial para aquellas 

universidades privadas “elegibles” de tener alguna sociedad comercial con fines 

de lucro entre los integrantes de la corporación o fundación. Lo anterior estaría 

ahora  permitido, pero sólo para aquellas universidades donde esas sociedades no 

tengan los votos suficientes por sí solas para elegir a más del 10% del directorio. 

Tal cambio significó que la Universidad Austral de Chile fuese una de las 

“elegibles”. 

 
 

 



VI-Indicaciones al Proyecto de ley de fin al lucro, la selección y el copago 
(Nicolás Eyzaguirre) 

 

En cuanto a los objetivos del “Proyecto de ley de fin al lucro, la selección y el 
copago”67 tenemos en primer lugar el establecimiento  de la gratuidad en todos 

los colegios que reciben subvención estatal .En segundo lugar, se pone fin a la 

discriminación en los procesos de admisión escolar. Por último, se pone fin al lucro 

en todos los colegios que reciben aportes públicos. También se puede leer que  el 

copago, la selección y el lucro son constituyen prácticas que afectan 

estructuralmente la calidad del sistema educacional, debido a que incentivan la 

segregación. Añade que con la segregación, la calidad es inobservable y genera 

un problema de agencia. A esto añade que la asimetría de información (calidad no 

observable) se elimina o mitiga normalmente con provisión de información y 

contratos garantizados. En el caso de la educación no es posible estructurar 

garantías. Lo anterior, dice el mismo documento, no son medidas suficientes para 

asegurar la calidad pero sí indispensables. En lo que respecta a la gratuidad (fin al 

copago) se establece lo siguiente: 

 
1. Mecanismo de reemplazo del copago será UF a UF: 
 

a) Se establece como cobro máximo permitido el copago actual de cada  

colegio expresado en UF (al 1 de agosto de 2014).  

b) Año a año se irá reduciendo este copago máximo permitido en igual medida 

que crezca la Subvención General.  

c) Los colegios podrán seguir en régimen de financiamiento compartido mientras 

el copago máximo permitido sea superior al Aporte de Gratuidad.  

d) Los sostenedores que opten por retirarse del régimen de financiamiento 

compartido no podrán volver a él.  

 

	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
67 Documento en línea: http://reformaeducacional.mineduc.cl/wp-content/uploads/Indicaciones-
LSC-NEG.pdf  



 

2) El reemplazo del copago tendrá un fuerte impacto en los primeros años de 
aplicación de la ley en términos del número de alumnos que pasan a la 
gratuidad.  
 

a) Se crea un nuevo Aporte por Gratuidad que recibirán los colegios gratuitos y sin 

lucro. Parte en 0,25 USE ($5.300) y crece en tres años a 0,45 USE ($9.500).  

 

b) Se eleva en un 20% el valor actual de la Subvención SEP y se crea una nueva 

Subvención SEP Ampliada (quintiles 3 y 4) que será equivalente a la mitad de la 

SEP. Las reciben los colegios gratuitos.  

c) A estos aportes se suma el aumento regular de la Subvención General.  

Con esta fórmula, a final de este período de gobierno el 93,2% de la matrícula de 

la educación que recibe aportes públicos estará en régimen de gratuidad (97,1% al 

año 10 de vigencia de la ley).  

 

La subvención escolar preferencial (SEP) mencionada en el punto (b)consiste 

un monto en dinero que el Estado entrega a los establecimientos educacionales 

particulares subvencionados por cada alumno prioritario que estudie en ellos y 

	  



que curse primer o segundo nivel de transición de educación parvularia, educación 

básica y enseñanza media. El objetivo es mejorar la calidad de la educación que 

estos establecimientos entregan. Los alumnos prioritarios son aquellos con una 

situación socioeconómica compleja, donde las características de sus hogares 

dificulta sus posibilidades de enfrentar el proceso educativo. 

 
 
 

 
 
 

	  



 
3) Los recursos para educación aumentan progresivamente a medida que se 
avanza en la Reforma: 
 
a) Como resultado final del término del Financiamiento Compartido, los recursos 

que aportará el Estado - en adición a los derivados del aumento de la Subvención 

General- más que duplican lo que hoy pagan las familias al sistema (que llega en 

torno a los US$600 millones).  

b) Aumenta los aportes del Estado de manera progresiva, empezando por los 

sectores más vulnerables.  

c) Sólo por Aporte de Gratuidad y SEP los colegios públicos recibirán más de US$ 

460 millones frescos al tercer año de vigencia de la ley.  

 

 

En cuanto al tema del lucro tenemos los siguientes puntos: 

 

1) Facilita la conformación de personas jurídicas sin fines de lucro (SFL): 
a) Da un plazo de 2 años para que sostenedores que hoy están constituidos como 

sociedades con fines de lucro pasen a ser fundaciones o corporaciones sin fines 

de lucro (Código Civil) o bien Corporaciones Educacionales (que crea esta ley).  

b) Define las Corporaciones Educacionales como personas jurídicas de derecho 

privado sin fines de lucro cuyo objetivo único es la educación. Serán sostenedoras 

y podrán recibir subvención.  

c) Crea un mecanismo expedito de inscripción y de entrada en vigencia de la 

personalidad jurídica de las Corporaciones. El Mineduc pondrá a disposición de 

los sostenedores estatutos tipo que podrán usar en este proceso.  

d) Resguarda el cumplimiento de obligaciones laborales y previsionales contraídas 

con anterioridad a la transferencia de la calidad de sostenedor.  

e) Los directores de la Corporación no serán remunerados en cuanto tales.  

 
 



2) Se establece un sistema de remuneración para las personas naturales que 
ejerzan gestión o administración en los establecimientos: 
 

a) Las remuneraciones deben ser adecuadas a la complejidad de el o los colegios 

que administran y acordes con valores de mercado para funciones similares.  

b) El administrador debe ser un funcionario dependiente y con contrato de trabajo.  

 

3. Se define al sostenedor como un cooperador del Estado en la prestación 
del servicio educacional: 
a) Gestionará las subvenciones y aportes que establece la ley.  

b) Dichos recursos sólo podrán destinarse a fines educativos.  

 

4. Posterior al plazo de 2 años para pasar al régimen sin fines de lucro, las 
fundaciones tienen 3 años para ser dueñas de la infraestructura esencial.  
Opciones de compra:  
 
a) Vía crédito bancario hasta 25 años (con hipoteca sobre el inmueble) y acceso al 

Fondo de Garantía para los Pequeños Empresarios (Fogape). El servicio del 

crédito es con cargo a la subvención y tiene un costo similar al de un arriendo en 

las condiciones actuales.  

b) Pago directo al actual sostenedor en 25 cuotas anuales equivalentes al 11% del 

Avalúo Fiscal con cargo a la subvención.  

 

5) Se permitirán las operaciones de comodato por períodos mínimos de 20 
años. Obligación de avisar el fin del contrato como mínimo 10 años antes de 
su vencimiento.  
 

6. Se permitirá seguir arrendando sólo a quienes ya están en el sistema y 
son arrendatarios actualmente: 
 
a) Arriendo sólo con terceros no relacionados o relacionados sin fines de lucro.  

b) El arrendamiento deberá ser por períodos mínimos de 20 años con un canon  



regulado de hasta un 11% del Avalúo Fiscal anual. 

 

c) En régimen, se permiten arriendos por fuerza mayor (por tiempo acotado).  

 
7) El Estado podrá comprar un inmueble donde funcione un establecimiento 
educacional cuando el sostenedor no desee seguir prestando el servicio: 
a) La ley de Presupuestos de cada año dispondrá el monto máximo de recursos 

que podrá ser destinado a este efecto.  

 

b) El precio deberá descontar los aportes que haya hecho el Estado por Jornada 

Escolar Completa (JEC) y será de hasta 1,7 veces el avalúo fiscal del inmueble.  

 

 

CONACEP  y CONFEPA: ¿qué tienen que decir? 
 

El 24 de agosto la Corporación Nacional de Colegios Particulares 

Subvencionados (CONACEP) realizó un análisis del perfil de los colegios que 

podrían pasar a la gratuidad. Para su presidente, Hernán Herrera, el panorama 

que se avecina no es alentador. De acuerdo a Herrera aquellos establecimiento 

educacionales que cobran el copago más bajo son los que obtienen resultados 

bajos desde el punto de vista de las pruebas cognitivas. De acuerdo a Andrés 

Palma, secretario ejecutivo de la reforma educacional, aquellos establecimientos 

que tienen un copago menor o igual a $5.500 estarán obligados a pasar a la 

gratuidad debido a que tal monto puede ser cubierto por los aportes estatales de la 

reforma educacional (3.300 serían los colegios particulares subvencionados que 

serían gratis en el 2016). Los colegios que podrán pasar a la gratuidad de manera 

voluntaria son aquellos que tienen un copago de hasta 10.000. Tal decisión sería 

conveniente ya que la reforma les proveería de nuevos recursos si se vuelven 

gratuitos que supliría su copago (de los 1.000 que cumplen estas condiciones, 

Palma calcula que 200 optarán por esta vía). Aquellos establecimientos 

educacionales particulares subvencionados que se mantendrían en la misma 



situación serían 1.400, de los cuales  700 tienen un copago que podría suplirse 

con recursos del Estado de aquí a 2018. En cuanto a  los 700 restantes que tienen 

copagos más altos, tendrán que esperar.  

 

Por su parte, la Confederación de Padres y Apoderados de Colegios 
Particulares (CONFEPA) es clara sobre el tema de la reforma: 

 

 “Lamentablemente la reforma del Gobierno, de aprobarse tal como está, no 

cumplirá esos objetivos, significará el cierre de miles de colegios, reducirá las 

opciones que tenemos como padres y apoderados, y generará mayor 

segregación, ya que sólo tendremos educación pública para los pobres y 

educación privada para los ricos”. 

 

La CONFEPA añade que cuando ellos, como padres y apoderados, eligen el 

colegio para sus hijos no nos preocupan si este es un establecimiento con o sin 

fines de lucro, ya que lo que realmente les interesa es que el colegio sea bueno, 

bien gestionado y que responda frente a nuestras exigencias. Se preocupan 

también de que en el colegio se invierta, los profesores sean buenos  y se 

responda a las expectativas que tenemos como padres y apoderados. Por lo tanto 

la CONFEPA concluye lo siguiente: “Si eso se cumple, no nos molesta que ese 

sostenedor que hace bien su trabajo y tiene un buen colegio obtenga una justa 

retribución o ganancia”. La CONFEPA señala que lo que la reforma del gobierno 

está buscando es ahogar legalmente a los sostenedores. Por último la CONFEPA 

pone en duda de que el Estado sea capaz de administrar de manera eficiente los 

colegios, teniendo como antecedente la mala administración de los casi 6.000 

colegios municipales existentes. Pasemos al tema del copago. Recordemos que 

 

La reforma establece como requisito que ningún establecimiento puede exigir 

cobro o aporte a los padres y apoderados  para recibir la subvención. Recordemos 

también que el fin al copago “se hará efectivo sólo cuando los fondos aportados 

por el Estado a través de la subvención reemplacen los aportes hechos por las 



familias a través del copago”. Respecto al tema del copago, la CONFEPA señala: 

 

“Sería ridículo defender nuestro ‘derecho a pagar’, como se ha caricaturizado. Por 

supuesto que los padres no nos negamos a la gratuidad ¿Quién no va a querer 

que le paguen el colegio de sus hijos?. El problema está en que el Estado no 
quiere pagar el real costo de una educación de calidad. Nos parece una 
limitante que el techo de la calidad de educación de nuestros hijos sólo sea 
lo que el Estado pueda financiar hoy. El proyecto de ley no parte de la lógica de 

cuánto cuesta educar en condiciones de calidad, sino que reparte recursos a todas 

luces insuficientes. Hoy la subvención es el mínimo de los recursos que dispone 

un niño para educarse, con el fin del copago pasará a ser el máximo. No nos 

oponemos a la gratuidad, pero ella no debería ser antes de que esos recursos 

sean suficientes para una educación de calidad (los países de la OCDE gastan en 

promedio 3 a 4 veces más que Chile)”. 

 

La CONFEPA denuncia que la gratuidad de la que se habla es una con letra 

chica, en donde el Estado sólo aportan $9.500 pesos adicionales a través de la 

subvención de gratuidad “y con eso espera que dejemos de aportar para la 

educación de nuestros hijos y estemos satisfechos”. Proponen que todos los 

colegios que reciban subvención del Estado deben recibir a los alumnos 

prioritarios, para que así esos niños tengan la posibilidad de estudiar en cualquier 

colegio independientemente de su capacidad de pago, “permitiendo tener una 

verdadera libertad de elección e inyectando más recursos al sistema y nivelando 

hacia arriba y no hacia abajo como lo hace el proyecto de ley”. La CONFEPA 

propone que Algo que la Subvención Escolar Preferente SEP “pueda ser utilizada 

por los alumnos más vulnerables en cualquier colegio que reciba subvención en el 

país libremente, y así asegurar su inclusión de manera efectiva, aterrizada y real”. 

Por último, en relación al tema de la selección, uno de los reparos de la CONFEPA 

es que se despersonalice y deshumanice el proceso de admisión, al prohibir que 

los padres y apoderados tengamos entrevistas con los directores y profesores del 

establecimiento. Añaden: “Debemos buscar otros mecanismos que aseguren que 



no exista discriminación arbitraria contra nuestros hijos, sin deshumanizar un 

proceso tan importante para las familias”. 

 

 

 
VII-Del Estado Docente a la Sociedad Docente: la propuesta de Cristián 

Larroulet y Jacinto Gorosabel 
 

En un libro publicado el 2015 y bajo el título “La educación en la encrucijada: 

¿Estado Docente o Sociedad Docente?68, los autores cuestionan el papel y la 

eficiencia del Estado Docente. Al igual que cuando el país abandonó el modelo del 

Estado Empresario a favor de la economía social de mercado, en el ámbito 

educacional sucedió algo similar, esto es, se abandonó el modelo de Estado 

Docente para abrir paso a la participación activa de la sociedad configurando un 

modelo de “Sociedad Docente”. Los autores esgrimen una serie de evidencias, 

gráficos y tablas que demuestran el pobre desempeño que tuvo el Estado Docente 

a lo largo de la historia de Chile. Los autores compara las cifras de la evolución del 

acceso a la educación entre Chile y Estados Unidos quedando en evidencia que 

Chile llegó 100 años después que la nación estadounidense a la cobertura 

universal de la educación básica, 30 años tarde a la cobertura masiva de la 

educación media y con dos décadas de retardo a un nivel de cobertura de la 

educación superior. A continuación muestro algunos de los datos presentados por 

Larroulet y Gorosabel: 

 
Tabla I: Comparación Chile y Estados Unidos., tasa matrícula primaria, 1830-1975 (Por cada 

10.000 habitantes) 
 1830 1840 1850 1860 1870 1882 1890 1900 1910 1920 1930 1939 1950 1960 1975 

EEUU 1.500 1.650 1.800 1.751 1.702 1.908 1.985 1.969 1.828       

Chile   173 303 463 385 541 1.088 1.088 1.238 1.411 1.250 1.368 1.689 2.147 

 

 

	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
68 C. Larroulet y J. Gorosabel, La educadción en la encrucijada: ¿Estado Docente o Sociedad 
Docente? (Chile: RIL Editores, 2015).  



 

Tabla II: Comparación Chile y Estados Unidos.,cobertura educación básica, 1900-1990  

 

Año Chile Estados Unidos 

1900 34,96% 106,6% 

1910 64,69% 107,1% 

1920 74,28% 105,8% 

1930 85,18% 105,8% 

1940 85,50% 103,6% 

1950 90,48% 102,1% 

1960 104,16% 101,8% 

1970 118,36% 99,8% 

1980 112,53% 101,7% 

1990 94,26% 106,2% 

 
 

 
Tabla III: Comparación Chile y Estados Unidos.,cobertura educación media, 1900-1990  

 

Año Chile Estados Unidos 

1900 4,22% 10,6% 

1910 10,56% 17,8% 

1920 14% 35% 

1930 13,51% 54,9% 

1940 12,35% 71,3% 

1950 19,21% 74,5% 

1960 23,65% 86,9% 

1970 34,83% 92% 

1980 61,59% 90,3% 

1990 77,25% 93,7% 

 
 

 

 



Tabla IV: Comparación Chile y Estados Unidos.,cobertura educación superior, 1900-1990  

 

Año Chile Estados Unidos 

1900 0,31% 2,3% 

1910 0,41% 2,8% 

1920 1,06% 4,7% 

1930 0,89% 7,2% 

1940 1,12% 9,1% 

1950 1,47% 14,3% 

1960 2,95% 23,6% 

1970 6,99% 35,8% 

1980 8,09% 40,2% 

1990 14,67% 51,1% 

 

Dada esta evidencia es que los autores critican la reforma educacional del 

Gobierno de Michelle Bachelet, que consideran como un grave retroceso y que 

pasa por alto los acuerdos y consensos logrados a lo largo de distintos gobiernos 

durante 30 años. Los autores citan las palabras de Gabriela Mistral en una carta 

al pedagogo argentino Julio R. Barcos, para explicar su concepción del Estado 

Docente: 

 

“Me parece a mí calamidad el Estado Docente, especie de trust para la 

manufactura unánime de las conciencias. Algún día los gobiernos no habrán sino 

de dar recursos a las instituciones y los particulares que prueben abundantemente 

su eficacia en la educación de los grupos…El Estado sigue siendo y será siempre 

Napoleón que movilizará las pobres almas de los niños para afianzar el imperio, 

dando credo social, credo económico y…credo religioso…Hago lo que puedo, hice 

lo que pude y reconozco que fue poco. También pesó sobre mí el Estado Docente, 

centurión que fabrica programas y que apenas deja sitio para poner sabor al 

alma”69. 

 

	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
69 Ibid., 63. 



Los autores abogan por una Sociedad Docente que lo caracterizan como aquel 

en donde pueden coexistir establecimientos educacionales públicos y privados, 

laicos y religiosos, conservadores y progresistas, sin más requisito que el de 

respetar la legalidad vigente, cumplir con estándares de calidad establecidos y 

contar con la preferencia de un número suficiente de padres o estudiantes. Así, 

estos autores defienden los principios que examinamos más arriba, esto es, la 

libertad de enseñanza, la libertad de elección, la provisión mixta (financiamiento 

compartido), la contribución de los padres a la educación de sus hijos. El Estado 

debe establecer el marco regulatorio que asegure la igualdad de trato y el 

cumplimiento de los derechos y libertades. 

 

En lo que se refiere a los desafíos pendientes en materia educacional, los 

autores mencionan cinco. El primer punto se refiere a la relevancia de fortalecer 

la educación preescolar (sala cuna, jardín infantil, prekínder y kínder) y que si bien 

nacemos igual, sucede que el medio ambiente en que nacemos moldea nuestra 

personalidad y estimula o inhibe el desarrollo de nuestras capacidades. Teniendo 

en cuenta la prioridad que tiene esta etapa, los autores escriben: “…cuesta 

comprender por qué hay sectores que hoy buscan privilegiar la gratuidad universal 

de la educación terciaria por sobre la pronta cobertura total de la educación 

parvularia, sabiendo que ello atenta abiertamente contra el más elemental sentido 

de justicia”70. Más adelante añaden:  

 

“…es imposible hacer de Chile un país más justo y con menos desigualdad 

garantizando la gratuidad universal de la educación superior ya que los principales 

beneficiados con esta medida son los estudiantes de las familias de más altos 

ingresos en lugar de los alumnos más vulnerables. Se trata de un gravísimo error 

en la focalización de recursos…los que podrían ser destinados a mejorar 

significativamente la educación preescolar y escolar. Por ello distintos 

especialistas han calificado esta decisión como una política social regresiva, ya 

	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
70 Ibid., 85. 



que favorece a los más ricos y perjudica a los más pobres”71. Relacionado con lo 

anterior, el segundo punto señala la importancia de mejorar la educación 
escolar. Aquí los autores destacan los avances logrados en los últimos 30 años, 

es decir,  las medidas que enumeramos en un comienzo en este escrito: 

descentralización y municipalización de la educación, financiamiento compartido y 

competencia entre escuelas. En palabras de los autores:  

 

“El sistema de subvención por alumno consiguió incentivar el ingreso de 

proveedores privados que mejoraron la calidad, cantidad y diversidad de proyectos 

educativos, fortaleciendo la libertad de elección de las familias. Pero 

principalmente consiguió un aumento de cobertura ya que los establecimientos 

fueran públicos o privados, tuvieron que atraer a los alumnos para recibir su 

financiamiento”72.  

 

Destacan  que esta subvención fue complementada y ampliada en el 2008 cuando 

se promulgó la ley que creó la Subvención Escolar Preferencial (SEP) que tenía 

como objetivo asignar recursos a los estudiantes más vulnerables. Lo que esta 

reforma buscaba, entre otras cosas, era que los establecimientos educacionales 

que recibieses esa asignación se comprometieran a no seleccionar de acuerdo al 

rendimiento escolar, a no cobrar dinero a estos alumnos prioritarios y a retenerlos. 

Esta subvención se aplicó en el 2008 a alumnos de educación parvularia 

(prekínder y kínder) a 4˚ básico. En el año 2009 se amplió a 5˚ básico; el 2010 a 6˚ 

básico y en el 2011 se extendió la subvención a los alumnos de educación media 

por medio de la Ley de Calidad y Equidad de la Educación. A esto añaden los 

autores que se incrementó en un 21% para el 40% de alumnos más vulnerables. 

Dentro de este punto sobre la calidad de la educación escolar los autores critican 
el Estatuto Docente ya que lo consideran como un obstáculo para alcanzar una 

educación de calidad. La razón de esto es que en lugar de premiarse el esfuerzo 

del profesor, se premia el inmovilismo y la prioridad parece ser el de asegurar la 

	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
71 Ibid. 
72 Ibid., 89. 



permanencia de los docentes en sus puestos de trabajo. También critican la rígida 

estructura de remuneraciones :que en lugar de depender del esfuerzo y del 

rendimiento se establece de acuerdo a la cantidad de tiempo que se ha ejercido la 

labor docente y a los cursos de perfeccionamiento realizados”73. 

 

Mario Waissbluth también es crítico del Estatuto Docente y lo plasma en la 

siguiente historia (escrita el 2008) que resumo a continuación: 

 

“Contemos el hipotético caso de un joven que estudió hace 15 años en una 

escuela municipal de regular calidad, y que obtuvo 500 puntos en la PAA, la 

antigua PSU. Para mayor claridad, 500 puntos, la mediana de la muestra, 

equivalía a responder correctamente entre el 10% y el 15% de las preguntas de la 

PAA….En suma, nuestro joven de 500 puntos difícilmente podría haber encarado 

una carrera universitaria…Sin embargo, Chile le ofreció a este joven una salida. La 

legislación de educación superior -estupenda muestra del libre mercado- le 

permitió ingresar a estudiar Pedagogía a una universidad de dudosa calidad, de 

esas que otorgan los títulos al vapor y/o por internet…Luego, ya egresado y 

titulado, la suerte le sonrió un rato a nuestro joven: pudo ingresar como profesor 

con una jornada de 44 horas semanales a una escuela municipal. Habiendo 

logrado -con todas las asignaciones - una remuneración inicial de 591 mil pesos 

brutos mensuales, que con los aumentos bianuales automáticos llega 

inexorablemente a 877 mil pesos, éste ya no tan joven, gracias al Estatuto 

Docente y con el entusiasta apoyo de su Colegio de Profesores, ha procurado 

rehuir cualquier tipo de evaluación rigurosa.  

 

Si yo estuviera en su lugar, asegurado un ingreso intocable para mi familia, el que 

no podría haber logrado de otra forma con ese nivel de preparación, me opondría 

rotundamente a un cambio en la situación. Además me sentiría bastante tranquilo, 

sabiendo que si el sostenedor municipal osara pedirme la renuncia por “pésimo 

desempeño docente”, existiría la casi certeza de que la Inspección del Trabajo y/o 
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los tribunales me reintegrarían al cargo, con una indemnización de $15 millones a 

$25 millones. ¿La causal? “Menoscabo por desvinculación injusta”. Para perder el 

trabajo, este profesor debería tener más de 100 días anuales de licencia médica, 

cometer abuso sexual o un crimen similar…Retomemos la historia del joven 

profesor. No creamos que lo está pasando bien. Sus condiciones laborales son 

durísimas: agotadoras 32 horas de clases, el ambiente es agresivo, su tasa de 

depresiones severas a lo largo de la vida es de 32% cuando el promedio de una 

muestra de referencia es de 23%. Sus episodios de pánico o de ansiedad superan 

por más del doble a la muestra de referencia. Mayor razón para sentirse 

menoscabado si alguien propusiera someterlo a una evaluación rigurosa. Como 

todos sabemos, pero no decimos, la evaluación docente actual es enteramente 

dudosa. Después de 4 años de resistencia, todavía no se logra evaluar ni siquiera 

a la mitad de los profesores. Pero algo se ha avanzado; es un logro, casi como 

poner un pie en una puerta antes cerrada”74.  
 
Siguiendo dentro del segundo punto sobre la calidad de la educación escolar, los 

autores agregan la importancia de asegurar más autonomía para los colegios, 

esto es, la autonomía del equipo directivo, liderazgo del director, clima escolar y 

prácticas educativas. De acuerdo a los autores, y siguiendo los estudios de 

Brunner y Elacqua, afirman que las escuelas más efectivas son aquellas que 

tienen una misión y enfoque claros, y que además cuentan con directores 

empoderados, proactivos y motivadores con su equipo docente. También 

defienden la idea de que los padres y familias deben tener más poder, por medio 

de la entrega de información para que se hagan partícipes de la educación de sus 

hijos. Un tercer desafío es asegurar el acceso y la calidad de la educación 
superior. Los autores destacan el hecho de que a partir de 1981 se haya 

ampliado y diversificado el acceso a la educación terciaria llegando a una cifra 

histórica que sobrepasa al millón de jóvenes matriculados (1 de cada 3 jóvenes), 

de los cuales el 51% corresponde a mujeres y el 70% corresponde a la primera 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
74 Mario Waissbluth, La Educación en Chile está bien. El Estatuto Docente: una tragedia peor que 
el Transantiago, 14-22. (libro en línea: 
http://www.mariowaissbluth.com/descargas/mario_waissbluth_la_educasion_esta_vien_3ra_edicio
n.pdf)  



generación de familias que logran acceder a esta clase de educación. De acuerdo 

a los datos de los autores, menos del 30% de los estudiantes proviene de sectores 

socioeconómicos de menores recursos mientras que los estudiantes que 

provienen de familias con más ingresos son los que más estudian en la educación 

superior y en aquellas carreras más costosas. Esto último vendría a cuestionar 

aquel aspecto de la Reforma de la Nueva Mayoría a la que se hizo referencia más 

arriba: la gratuidad universal en la educación superior beneficiaría en mayor 

medida a las familias con mayores ingresos. Los autores también destacan 

positivamente la creación de universidades y la mayor competencia entre estas, lo 

que ha permitido dos cosas: aumentar la cobertura y mejorar la calidad de la 

educación. Pero esto no es suficiente y se hace necesario avanzar más. Los 

autores proponen medidas como acortar carreras de pregrado y acabar con la 

“institucionalidad arcaica y discriminatoria del Cruch” para crear otra instancia que 

incorpore a todas las universidades. Continúan explicando: “…terminar con el 

sistema de financiamiento segmentado que discrimina arbitrariamente entre 

alumnos de universidades tradicionales y privadas e instituciones de educación 

superior técnico profesional; fortalecer los recursos destinados a investigación y 

posgrados con asignación competitivas y crear estímulos para globalizar más el 

sistema universitario”75. Los autores abogan entonces por un sistema educativo 

que se adapte a lo creciente globalización e innovaciones tecnológicas. De 

acuerdo a esto, los conceptos tradicionales acerca del rol que desempeña el 

profesor, la forma de organización de la universidad. El diseño de su 

infraestructura y ubicación, han cambiado significativamente. Para que el sistema 

universitario chileno no quede al margen de los cambios internacionales Larroulet 

y Gorosabelo proponen la creación de un Ministerio de Educación Superior, 

Ciencia y Tecnología. Un cuarto desafío es el aumento de la cobertura y la 
calidad de la educación para el trabajo. Si bien el Servicio Nacional de 
Capacitación y Empleo (Sence) permite la implementación de programas de 

capacitación y formación, los autores consideran que tal instrumento posee 

falencias. Un primer problema se refiere a las fallas en la equidad de la asignación 

	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
75 Ibid., 109. 



de los recursos, la poca eficiencia para conseguir sus objetivos y la escasa 

efectividad de sus resultados. Al respecto señalan los autores: 

 

“…existe un riesgo de regresividad en la destinación de los fondos, pues ellos 

generalmente favorecen a los trabajadores con niveles de escolaridad 

relativamente altos y con remuneraciones que, en promedio, superan a las de 

quienes no acceden a este tipo de capacitación. Por otra parte, gran parte de los 

recursos públicos se destinan a trabajadores que ya poseen un nivel de 

competencias laborales relativamente desarrolladas”76. 

  

También critican la proliferación de cursos de corta duración y que no incrementan 

la productividad de los trabajadores. ¿Qué proponen los autores? Proponen 

establecer un sistema moderno y completo de certificación de competencias 

laborales, y también vincular de manera más estrecha la educación formal con el 

sistema de formación de competencias laborales. Un quinto y último desafío es 
el de lograr mayor equidad en el acceso a la educación superior técnico 
profesional. Estas carreras, señalan los autores, por ser más cortas y menos 

costosa, representan la principal fuente de movilidad social e inserción laboral 

para un gran número de jóvenes chilenos. Como afirman los autores: “De acuerdo 

a la encuesta Casen 2013, en promedio casi el 40% de los alumnos de educación 

superior de menores ingresos estudia en institutos profesionales y centros de 

formación técnica. Es decir, la educación superior técnico profesional 
representa una alternativa más inclusiva y equitativa para los jóvenes 
vulnerables que la que ofrecen las universidades del Cruch y privadas”. El 

problema que se presenta aquí es uno de discriminación, es decir, que, a pesar de 

que existen un mayor número de estudiantes matriculados en Institutos 

Profesionales (IP) y Centros de Formación Técnica (CFT), estos reciben menos 

ayuda del Estado que los alumnos universitarios del Cruch. 
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Como ya señalé más arriba, los autores son completamente contrarios a las 

reformas educacionales de la Nueva Mayoría, ya que sólo ven en estas un 

retroceso, es decir, transitar de la Sociedad Docente al Estado Docente que 

criticaba Gabriela Mistral.  Se unen a las palabras de Lucía Santa Cruz en cuanto 

a que la Nueva Mayoría se ha propuesto llevar a cabo un proyecto de 
reconstrucción de la sociedad, del sistema político y económico a partir de 
una sola idea rectora: la igualdad. Parte de este proyecto implica: prohibición 

por parte del Estado de que las familias puedan contribuir a la educación de sus 

hijos a través del copago, el reemplazo de la selección meritocrática por una 

tómbola restringiendo la libertad de enseñanza, el impedimento de emprender en 

la educación. En cuanto a la prohibición del financiamiento compartida escriben 

Larroulet y Gorosabel: 

 

“Eliminar el financiamiento compartido es un retroceso ya que este aporte de los 

padres ha sido fundamental para contribuir con mayores recursos a la educación. 

Hoy las familias entregan a través del copago US$ 560 millones y es 

indispensable que esa cantidad de recursos continúe apoyando a la educación. En 

los países OCDE el gasto promedio por estudiante de educación primaria 
corresponde al 23% del PIB per cápita, por lo tanto en Chile el gasto 
promedio anual para ser equivalente debiese ascender a los US$ 3,600, y 
estamos muy lejos de alcanzarlo”77. 

 

Agregan que en los últimos 15 años la cantidad de establecimientos 

educacionales particulares subvencionados a pasado de 3.000 a 6.000, lo cual 

sería reflejo de la clara preferencia de la ciudadanía por tal tipo de educación que, 

de acuerdo a la encuesta CEP, se debe al orden y disciplina que impera (59%) y 

porque su calidad académica es mejor (69%). A continuación presento algunos de 

los resultados de la encuesta CEP (2014). 
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Para los autores lo que el gobierno de Bachelet pretende igualar suprimiendo 

oportunidades y nivelar hacia abajo hasta uniformar la sociedad. En palabras de 

Larroulet y Gorosabel: “En otras palabras, el propósito de la reforma no es elevar 

la calidad de la educación, sino que debilitar la educación privada por un prejuicio 

ideológico”78. En resumen tenemos que de acuerdo a os autores,  impedir la 

selección por mérito atenta contra la diversidad y la movilidad social y, además, 

buscan disminuir la influencia de la familia como principal educadora de la 

sociedad.  

 

“Al eliminar y sustituir la selección por un sistema centralizado de ‘tómbola’ 

también se afecta la libertad de esas comunidades para llevar adelante sus 

propios proyectos educativos y, simultáneamente, el derecho de los padres a 

educar a sus hijos de acuerdo a los valores, principios o rasgos que caracterizan a 

ese proyecto y que los interpretan mejor que otras propuestas educativas”79. 

 

Señalan también que personeros del gobierno hicieron un caricatura burda de la 

figura del sostenedor señalando que su único interés era la maximización de sus 

utilidades en desmedro de la calidad de la educación, lo cual sería absurdo ya que 

es justamente la calidad la que le permite captar más alumnos y obtener así más 

recursos. “En otras palabras, el sostenedor que maximiza sus ganancias en 

detrimento de la calidad educativa de su colegio estaría haciendo un muy mal 

negocio”80. 

 

¿Qué responden Larroulet y Gorosabel ante la concepción de la educación 
como un derecho social? Los autores abordan brevemente la definición dada 

por Fernando Atria, es decir, lo que examinamos más arriba: M1-M2-M3 vs DS1-

DS2-DS3. Los autores no se muestran de acuerdo con la definición de derecho 

social de Atria y consideran que afirmar que un derecho social es incompatible 
con el mercado es una falsa dicotomía. Continúan explicando que lo que define 

	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
78 Ibid., 122. 
79 Ibid., 126. 
80 Ibid., 125. 



un derecho social “es que sea accesible o se encuentre disponible para quienes 

no puedan pagarlo, no que sea universalmente gratuito”81. Así, para los autores 

(diferencia de Atria) no existe nada problemático en que la educación pueda 

ofrecerse en el mercado. Además la concepción de Atria de los derechos sociales 

exige que la educación sea “única y exclusivamente impartida por el Estado y de 

manera obligatoriamente gratuita para todos los ciudadanos”82. El punto es que el 

hecho de que “X” sea un derecho básico no significa que “X” no pueda ser 

proporcionado por privados y tampoco implica que la gratuidad “X” deba ser 

obligatoria y menos que sea ilegítimo que quienes proveen “X” puedan recibir una 

remuneración. Menos aún implica que la provisión de “X” deba ser una atribución 

exclusiva del Estado. Añaden los autores que lo anterior “implica eliminar la 

participación del sector privado en la provisión y, por lo tanto, la inexistencia de 

proyectos educativos distintos a los que ofrece el Estado; la imposibilidad de 

cobrar o pagar un precio por cualquier bien relacionado a la educación y la 

supresión de cualquier mecanismo de selección”83. De acuerdo a lo anterior es 

correcto señalar que la educación es un bien social en Chile, pero no en el sentido 

en que lo plantea Atria, sino que en el sentido de que es el Estado el que la provee 

gratuitamente a aquellas personas que la necesiten. A esto agregan que tal 

educación que provee el Estado cumple con las tres condiciones de Atria (DS1-

DS2-DS3). Concluyen los autores:  

 

“Queda claro entonces que, correctamente entendido, en Chile la educación es un 

derecho social, realidad que no se contrapone ni es incompatible con la 

imposibilidad de pagar un determinado precio por ella. Es lo mismo que ocurre con 

la salud. El Estado, cumpliendo su rol subsidiario, provee servicios de salud en los 

hospitales y consultorios públicos de manera gratuita para quienes lo necesitan. 

Servicios que también pueden ser adquiridos en una clínica privada o en una 

consulta particular. ¿Deja de ser el acceso gratuito a la salud pública un derecho 

social porque también existen clínicas privadas que cobran por prestar atenciones 

	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
81 Ibid., 131. 
82 Ibid., 130-131. 
83 Ibid., 131. 



de salud? Obviamente, no”84. 

 

Así, los ideólogos de la reforma, en particular Fernando Atria (al que hacen 

referencia los autores) piensan que eliminado las escuelas subvencionadas y, los 

más radicales, la educación privada, tendría como resultado el aumento de la 

calidad de las escuelas estatales, en otras palabras, la salud pública mejoraría si 

eliminamos las clínicas privadas. Larroulet y Gorosabel afirman que quienes en 

vistas de alcanzar una educación “pública, gratuita y de calidad” pretenden 

desmercantilizar la educación limitando o eliminado la participación privada “más 

que demostrar un interés por mejorar la calidad de la educación evidencian estar 

motivados por un claro fin ideológico que se identifica con algunos dogmas del 

socialismo como el igualitarismo radical, el estatismo y la irreligiosidad”85. 

 

Quisiera finalizar con el tema de “lo publico” de acuerdo a los autores. Tal como 

sucede en el caso del concepto de derecho social, el concepto de “lo público” en 

estos autores difiere del concepto que tiene, por ejemplo, Fernando Atria. De 

acuerdo a Larroulet y Gorosabel lo público emerge de la sociedad civil y se 
expresa como un espacio común donde se encuentran, dialogan y conviven 
diferentes formas de vida y de entender el bien común. “La diversidad y la 

pluralidad son rasgos esenciales y distintivos de lo público que contradicen 

abiertamente la equivocada idea que algunos tienen de la esfera pública como 

algo que, por definición, debe ser homogéneo, uniforme y neutral”86. Si la 

pluralidad es el rasgo de la sociedad civil y si de la sociedad civil que emerge lo 

público, entonces lo público no puede ser entendido un espacio que tiene hacia la 

homogeneidad sino que al respeto de la heterogeneidad. En tal espacio los 

autores reconocen tres obligaciones del Estado: no favorecer a ningún tipo de 

organización educativa por sobre otra, respetar cabalmente la libertad de 

enseñanza que consagra la Constitución y asegurar el emprendimiento y, por 

último, proveer los recursos necesarios para asegurar el acceso a una educación 
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85 Ibid., 133. 
86 Ibid., 129. 



de calidad a los sectores más vulnerables. 

 

La gratuidad no es la solución y los autores examinan el caso de Argentina, en 

donde gradualmente entre 2002-2011, se aprecia que el 95% del incremento en 

las matrícula nueva prefiere universidades privadas. Añaden que, mientras la 

educación estatal recibió un 1% más de alumnos (2002-2011), la educación 

privada se duplicó. El Centro de Estudios de la Educación Argentina señala que el 

país tiene el índice de ausentismo escolar más alto del mundo87. En otro estudio el 

mismo centro señala que entre el año 2003 y 2013 la matrícula primaria se redujo 

en 382.368 alumnos. 
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Otro fenómeno de interés es que, mientras la población universitaria argentina 

creció el 22,5% en la última década, impulsada en gran parte por el aumento de la 

matrícula en las universidades privadas, quienes terminan los estudios 

universitarios son apenas tres de cada diez ingresantes. El estudio señala lo 

siguiente: 

 

“Entre 2003 y 2012, la población total universitaria registró un incremento del 22,5 

por ciento, lo mismo ocurrió con la cantidad de egresados que, en el mismo 

período aumentó un 40,8 por ciento… esta expansión se explica, en parte, por la 

gran expansión registrada en estos años en las universidades privadas, cuya 

cantidad de estudiantes se incrementó un 77,6 por ciento, mientras que la 

población estudiantil estatal apenas creció un 13,2 por ciento. Lo mismo ocurre 

con los nuevos inscriptos, que aumentaron un 70,8 por ciento en las universidades 

privadas, mientras que en las universidades estatales registraron un crecimiento 

de apenas 4,3 por ciento en estos nueve años”88.  

 

Por su parte “Acción Educar” señala lo siguiente sobre el caso argentino: 

 

“En Argentina, la educación universitaria es de predominio estatal, con una 

participación del 80% de la matrícula total. Sin embargo, en los últimos años casi 

la totalidad del incremento de alumnos de primer año se matricula en el sector 

privado. A pesar que la gratuidad junto con la admisión abierta en el sector estatal 

se han venido considerando como políticas claves para la igualdad de 

oportunidades y movilidad social en Argentina, las cifras muestran que esto no es 

del todo cierto. Por un lado, un gran número de estudiantes que se matriculan en 

universidades públicas provienen de los sectores más aventajados. De hecho, al 

observar la distribución del gasto público por quintil socioeconómico, se observa 

que los ricos captan 2,5 veces más beneficios de la gratuidad que los pobres. Por 
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de 2015 (documento en línea: 
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otro lado, sólo 27 alumnos de cada 100 se gradúan, convirtiendo a Argentina en 

uno de los países con la tasa de graduación más baja, lo que indica un grave 

problema de ineficiencia”89.  

 

Palabras finales 
 
Lo que se ha querido con este escrito es, en lo posible, poner al lector al día sobre 

el debate en torno a la educación escolar y superior. Aún queda mucho por hacer 

y, como hemos podido apreciar a lo largo de este escrito, las posiciones sobre el 

tema difieren y, en algunos casos, radicalmente.  De acuerdo al informe 

“Education at a Glance”, elaborado por OCDE, Chile se posicionó como uno de 
los países que tiene una de las tasas más baja en matrícula preescolar entre 

los niños de tres años. El informe, que incluyó a los 34 países que pertenecen al 

organismo más cinco asociados, nuestro país se ubica en el lugar 28 del total de 

naciones consideradas. Chile, por lo demás, se encuentra lejos del promedio 

internacional que es de 70% a nivel OCDE. En Chile sólo 44% de los niños de tres 

años asiste a un recinto educacional. Lamentablemente es en aquella etapa la que 

es crucial en la formación. Como explica y enfatiza Gregory Elacqua, nuestro 

modelo educativo está exacerbando la segregación. Las dos políticas que el 

investigador identifica como aquellas que generan más segregación es el 

financiamiento compartido y la selección por parte de las escuelas. Chile es el 

único país donde existen establecimientos educacionales que reciben fondos 

fiscales y que a su vez pueden cobrar a las familias.  Pasi Sahlberg, académico 

de la Universidad de Harvard, en una entrevista con Mario Waissbluth, señalaba lo 

siguiente: 

 

“Muchos países tienen hoy sistemas en que coexiste la educación privada y la 

pública. Pero es poco común que haya escuelas con financiamiento público y 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
89 Acción Educar, Educación universitaria en Argentina: gratuita, no selectiva, inequitativa e 
ineficiente, 21 de julio de 2014 (documento en línea: http://accioneducar.cl/wp-
content/files_mf/1405966722EstudioAcciónEducar_EducaciónuniversitariaenArgentinaGratuitanose
lectivainequitativaeineficiente.pdf)   
 



fines de lucro. Hay algunas en Estados Unidos que han enriquecido 

enormemente a sus dueños. Otro ejemplo es Suecia, y allá terminaron teniendo 

problemas políticos y operacionales muy complejos, a tal punto que la política 

educativa se convirtió en un tópico central de las recientes elecciones en ese 

país….El consenso creciente en Suecia es que no debieron usarse fondos 

públicos para lucro privado, y hoy están buscando la manera de retornar a un 

sistema más público y equitativo. La evidencia internacional sugiere que los 
mejores sistemas educativos tienen un énfasis fuerte en educación pública, 
y que controlan mucho que los fondos públicos no se conviertan en ningún 
tipo de ganancia privada”90. 

 

Por su parte Pasi Sahlberg explicaba en una entrevista91 el impacto que le 

generaba la educación chilena debido, principalmente, a inequidad casi extrema. 

La mejor forma de lograr una mayor equidad, según la evidencia internacional, es 

fortalecer la educación pública. En la misma entrevista con Waissbluth Sahlberg 

fue tajante: 

 

“Ningún país del mundo ha sido exitoso con sistemas como el chileno. Se requiere 

más foco en la equidad de resultados, mejor gestión de la libertad de elección y de 

la segregación, mejorar la profesión docente, y construir una reforma con una 

visión clara de futuro, y esa ha sido la sugerencia de muchos especialistas 

internacionales”. 

 

También cabe señalar que sería una ingenuidad pensar que el poner fin al 
copago, la selección y al lucro tendrán como resultado un mejoramiento de 
la calidad de la educación. No hay que interpretar lo anterior como una suerte de 

estrategia para restarle importancia a tales medidas, sino que de lo que se trata es 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
90 Mario Waissbluth entrevista a experto en educación: Las verdaderas lecciones de Finlandia , 
Voces La Tercera, 23 de Enereo de 2015 (entrevista en línea 
http://voces.latercera.com/2015/01/23/mario-waissbluth/las-verdaderas-lecciones-de-finlandia/) 
91 Académico de Harvard: "No hay sistema en el mundo que haya mejorado con las políticas 
educativas que hoy tiene Chile", La Tercera, 15 de Enero de 2015 (artículo en línea: 
http://www.latercera.com/noticia/nacional/2015/01/680-612672-9-academico-de-harvard-no-hay-
sistema-en-el-mundo-que-haya-mejorado-con-las.shtml)  



de no simplificar problemas complejos, de manera que debemos “abrazar la 
complejidad” (embrace complexity), ya que el mundo es complejo y es incierto. 

Si se adopta un postura simplificadora sólo se logrará captar los fragmentos o 

partes del problema en cuestión por lo que se resolverán problemas sólo al nivel 

de las partes, dando origen así a nuevos problemas. En una entrevista, Carlos 

Peña aporta una reflexión de importancia: 

 

“El problema público en Chile es el reduccionismo, la tendencia a sustituir la 

complejidad por una sola idea. Así, hemos reducido la causa de todos los 

malestares a la educación; todos los problemas de la educación al lucro; y la 

solución de todo eso a la gratuidad. Y en medio de ese reduccionismo entusiasta 

no hemos pensado suficientemente los problemas”92.  

 

Harald Beyer señala que el diagnóstico de la autoridad parece estar en línea con 

la idea de que poniendo fin al lucro mejoraría la calidad de la educación. De 

acuerdo al gobierno la educación, el lucro y calidad se opondrían, pero Beyer 

afirma que la evidencia es mucho menos clara de la que deja entrever esta 

afirmación93. Así, a Beyer le parece razonable que el esfuerzo de tener buenos 

desempeños reciba una recompensa razonable, sobre todo si se han usado 

fondos propios para el desarrollo del proyecto educacional en cuestión.  

 

A esto hay que agregar que al mismo investigador no le parece correcto que el 

proyecto de ley que pone fin al lucro, al copago y a la selección postule terminar 

con estos establecimientos educacionales independientemente de sus 

desempeños. Dentro de esta misma línea argumentativa Larroulet y Gorosabel 

señalan que las reformas del gobierno sólo apunta a reformar los elementos de la 

estructura organizativa del sistema educacional particular subvencionado, que 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
92 La Tercera, 6 de Agosto de 2015 (entrevista en línea: 
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93 Harald Beyer, Sobre el lucro en la educación escolar, Centro de Estudios Públicos, Septiembre 
de 2014 (Documento en línea: 
http://www.cepchile.cl/dms/archivo_5666_3599/pder380_HBeyer.pdf) 
 



fueron los establecimientos que hicieron posible extender la cobertura y aumentar 

la oferta y diversidad de proyectos educativos. La misma reforma del Gobierno de 

Bachelet, de acuerdo a los autores, no hace nada por mejorar la calidad de la 

educación, ya que no se pronuncia sobre la manera de mejorar la calidad de los 

profesores, evolución docente, mejores programas educativos, tecnologías de la 

enseñanza y las lecciones de la experiencia mundial.  

 

 
Similar opinión tiene José Joaquín Brunner que afirmó en un artículo que nada 

lleva a pensar que la reforma educacional produciría una reducción significativa de 

la inequidad, segmentación y desigualdad del sistema o un fortalecimiento 

automático de la cohesión e integración sociales. Añade Brunner que las políticas 

del gobierno de la Nueva Mayoría no atacan los problemas centrales que 
permitirían articular una estrategia de largo plazo tendiente a igualar la 
calidad de las oportunidades educacionales y a compensar el “efecto cuna” de 

niños y jóvenes que nacen en hogares desaventajados. Las brechas que se 

hacen necesarias cerrar en el largo plazo son fruto de tres factores. En primer 
lugar Brunner se refiere al ya mencionado “efecto cuna” que “refleja las ventajas 

(y desventajas) heredadas allí en el hogar, dependiendo de los capitales social, 

económico cultural de los padres y del clima afectivo que envuelve a los procesos 

de socialización temprana”94. El segundo factor lo constituyen los procesos de 

escolarización formal que involucran a niños ya separados por una brecha 

sociocultural. Por último, señala Brunner, están las brechas del aprendizaje que 

son fruto de la propia estructuración del sistema de educación media, que agrupa 

a los estudiantes en “dos carriles diferentes: (el carril de la educación media 

científico-humanista (orientado hacia la educación superior) y la educación media 

técnico-profesional (orientado al trabajo). De acuerdo a lo anterior escribe Brunner: 

“Estos dos carriles no sólo atienden a la vocación de los jóvenes sino, 

primordialmente, a las aspiraciones y posibilidades de las familias y los propios 
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estudiantes, los cuales, ya dijimos, son tributarias del “efecto cuna” y de los 

capitales existentes a nivel de los hogares”95. 

 

Teniendo en consideración los tres factores anteriormente señalados, Brunner 

propone una estrategia que debería cumplir con tres objetivos: 

 

a) Provisión de educación temprana de calidad (desde los tres años) a través de 

una red de jardines infantiles de máxima potencia y no sólo con mayor cobertura. 

 

b) Plan para “dar vuelta” a una parte significativa de nuestros colegios, los más 

deficitarios. 

 

c) Reforma de largo aliento del nivel medio o secundario para ponerlo al día y 

articularlo con las nueva realidades de nuestra educación superior, incluyendo una 

completa reingeniería de la educación media técnico-profesional. 

 

Sobre el tema de la desmercantilización o la “descomodificación” como de la 

que habla Fernando Atria, Brunner se muestra escéptico. Brunner explica que la 

“pretendida desmercantilización” se pretende alcanzar por medio de dos medidas: 

 

a) Poner término a los sostenedores organizados como personas jurídicas con 

fines de lucro, a pesar de reconocerse que la mayoría de ellos no está en 

condiciones de lucrar. Pero es aquí donde Brunner ve algo problemático y que 

entra en contradicción con el objetivo proclamado por el gobierno. En primer lugar 

la propuesta gubernamental mantendría la competencia y libre elección entre 

escuelas subvencionadas, esto es, “la base sociológica de un régimen coordinado 

por el mercado”. En segundo lugar, el gobierno muestra deseos de alterar el 

régimen económico de mercado (con competencia de precios) “que las élites y la 

burguesía urbana -industrial y comercial, de servicios y profesional- emplean para 

educar a sus hijos”. 
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b) Brunner explica que objetivo “desmercantilizador” se lograría adicionalmente 

garantizando la gratuidad de la escuela obligatoria (preK-12), pero el problema es 

el punto (a) mencionado anteriormente, es decir, el de mantener en pie el mercado 

educativo para las elites. Los efectos inmediatos de la gratuidad serían contrarios 

a los objetivos declarados por el Gobierno en tres sentidos, de acuerdo a Brunner: 

(i) estimularía la migración de alumnos desde colegios municipales hacia colegios 

privados; (ii) favorecería a las familias de clase media con mayores ingresos y (iii) 

incentivaría la creación de nuevos colegios particulares pagados para atender a 

los hijos de esas familias. 

 

De esta manera, Brunner concluye: 

 

“En suma, la reforma educativa del Gobierno, por bien intencionada que pudiera 

ser, no conduce a ninguno de sus objetivos declarados. La pretendida 

“desmercantilización” se limita a espantar el fantasma del lucro pero no mejorará 

ni en un ápice la lógica inherente a nuestro régimen mixto de provisión. Tampoco 

la gratuidad prometida es efectiva, pues demorará varios lustros en 

universalizarse. El procedimiento de admisión diseñado en vez de reforzar el 

vínculo comunitario entre familias y escuelas, lo sustituye por un procedimiento de 

mercado que buscará emparejar oferta y demanda en forma  automática y 

anónima. Es ingenuo pensar que por esta vía podrían removerse las causas de la 

segregación escolar”96. 

 

Brunner se muestra contrario a la idea de una “Sociedad Docente” tal como 
la plantean Cristián Larroulet y Jacinto Gorosabel. Explica Brunner que el 

concepto de “Sociedad Docente” es uno que circula periféricamente en Chile 

desde comienzos de los años 1990 y fue expuesta por José Piñera durante el foro 

Enade de 1993 como una suerte de “utopía neoliberal”. La noción de “Sociedad 
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Docente”, explica Brunner, suponía   

 

“una amplia libertad para proveer educación en todos los niveles y libertad de 

programas de estudio; entregar a cada familia una ‘chequera’ o ‘cuponera’ 

educacional (vouchers); transformar el Ministerio de Educación en una 

superintendencia que evitaría el mal uso de los vouchers, acreditaría colegios y 

externalizaría las pruebas de calidad educacional; sustituir el estatuto docente por 

la ley laboral ordinaria, y licitar las escuelas municipales incentivando a sus 

profesores a participar en su administración”97. 

 

Para Brunner la “Sociedad Docente”, se reduce a un “mercado docente”, que el 

aboga por un “mercado educativo a secas”, carente de Estado y de política 

pública, donde no existiría un marco curricular ni ningún tipo de regulación 

profesional y librado de cualquier traba burocrática. Tal sistema es para Brunner 

una utopía destructiva de la sociedad y el Estado, y en donde la educación 

Operaría como “un mero aparato de reproducción de las desigualdades de la 

cuna”. Concluye Brunner su artículo con las siguientes palabras: 

 

“Estoy convencido de que Larroulet y Gorosabel no comparten tal utopía de 

sociedad docente. Tampoco deberían confundir régimen mixto de provisión con 

educación de mercado. Sin duda, su propuesta ganaría despojándose de la 

equívoca polaridad entre una sociedad docente sin freno y un Estado docente 

representado como un Leviatán pedagógico. El mercado entregado a su suerte 

acaba con toda comunidad y fraternidad, según ya advertía Max Weber, mientras 

el Estado abandonado a su sola lógica nos encierra a todos en una “jaula de 

hierro” 

 

En lo que respecta al tema de consagrar la gratuidad universal de la educación 

superior, y de hacerlo discriminando entre jóvenes chilenos con iguales 
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necesidades socioeconómicas y méritos académicos, Brunner explica 

Que tal medida no se ha ensayado en ningún país con un régimen mixto 

(público/privado) de provisión, lo que vendría a significar que en su mayoría, las 

instituciones (públicas y privadas) cobran aranceles (no meramente nominales). 

Tal sería el caso de Chile, China, Colombia, España, Estados Unidos, Japón, 

Filipinas, Holanda, India, Italia, Malasia, República de Corea, Singapur y Tailandia. 

A continuación Brunner habla de un modelo “lainoamericano” o segundo tipo de 

régimen mixto donde solo las instituciones privadas cobran aranceles mientras 

las público-estatales son gratis. Tal es el caso de África del Sur, Argentina, 

Brasil, Costa Rica, Ecuador, México, Panamá, Paraguay, Perú y Portugal. 

 

Por último, Brunner se refiere a la provisión exclusivamente estatal que incluye 

dos grupos con arreglos contrastantes. Tenemos por un lado aquellos  en países 

donde los estudiantes pagan un arancel anual como es el caso de Australia, 

Canadá, Francia, Inglaterra, Nueva Zelandia y Suiza. Por otro lado, Brunner 

destaca a aquellos países cuyas instituciones reciben a sus estudiantes sin 
cobro alguno, como es el caso de países como Alemania, Austria, Bélgica, 

Dinamarca, Finlandia, Irlanda, Islandia, Noruega y Suecia. Sobre este último caso 

escribe el autor: “Allí reina la gratuidad universal y los países se caracterizan por 

una alta carga impositiva; en promedio, equivale al 41,3 por ciento del PIB. Es 
decir, casi duplica a la de Chile. A esta selecta cofradía aspira a unirse el país 

hacia el 2020”98. 

 

El punto es que  en Chile, a partir de 1990, el Estado tuvo que optar por un modelo 

de costo compartido que implica el cobro de aranceles de referencia regulados y 

un esquema de becas y créditos progresivamente más amplio, de tipo Estado 

benefactor, explica Brunner. La pregunta que se hace Brunner es por qué razón 

en Chile se decidió abandonar el cobro de aranceles para regresar al “statu quo 

ante”, esto es,  el de la gratuidad universal o parcial. Sobre esto escribe el autor: 
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“La pregunta es por qué el Gobierno no eligió profundizar esa política -llamémosla 

de gratuidad equitativa- garantizando la gratuidad a los estudiantes de los tres 

primeros quintiles matriculados en cualquier institución acreditada. La razón 

invocada suena exquisitamente discursiva: se buscaría ‘desmercantilizar’ la 

educación superior, abandonando aranceles, becas y créditos para así transformar 

en un derecho social lo que hoy se transa como un bien de consumo. Si así fuera, 

países como Australia, Canadá, Estados Unidos, Gran Bretaña y Holanda no 

reconocerían tal derecho. Y en Argentina y México solo tendría vigencia en las 

instituciones estatales. Es francamente patético”. 

 

De acuerdo a Brunner el gobierno de Bachelet optó por un “modelo 

latinoamericano corregido”, en virtud del cual se asegura gratuidad a aquellos 

jóvenes pertenecientes a los cinco primeros deciles matriculados en instituciones 

estatales y en un puñado adicional de instituciones privadas (dentro y fuera del 

CRUCh). Concluye Brunner su artículo: 

 

“A todas luces, esta política de gratuidad universal, y su aplicación prevista, está 

definitivamente extraviada. Conduce a un callejón sin salida. No tiene 

precedente en el mundo. Corre a contramano de la tendencia actual hacia el 
financiamiento de costo compartido. Desecha el avance de nuestra 
educación superior hacia una gratuidad equitativa. Procura financiar un gasto 

descomunal con un limitado ingreso tributario en vez de usar los recursos en 

jardines infantiles y colegios efectivos. Todo esto sin mencionar otros riesgos, 

como el potencial daño a la autonomía universitaria, la burocratización de la 

gestión académica, la dependencia institucional del ciclo político, la previsible 

caída del gasto por estudiante, el clientelismo en las universidades y la pérdida de 

incentivos para la innovación. Tales son las lecciones de la experiencia 

latinoamericana”. 

 

En cuanto al lucro, copago y selección, la fundación Educación 2020 también 

coincide en líneas generales con el programa de gobierno de Bachelet, es decir se 



muestran a favor de terminar con los siguientes pilares del modelo educativo 

chileno de manera simultánea, gradual y decidida: 

 

A) Lucro 
“El lucro forma parte del “quinteto de la muerte de la segregación”. El mejor 

negocio posible (sin ser peyorativos) es, con los mismos profesores, segregar 

tanto por capacidad de pago como por filtros académicos. Los colegios con fines 

de lucro, esperablemente, presentan en promedio menor inversión en aspectos 

relevantes para la calidad, tales como experiencia y tipo de contrato de los 

profesores, JEC, y talleres extraprogramáticos. Si entendemos un sistema 

educativo de calidad como un sistema inclusivo, el lucro afecta negativamente a 

este propósito”.  

 

B) Copago y selección 
“Eliminar el financiamiento compartido es una necesidad indispensable. El copago 

agrava la alta segregación social de la educación chilena, limita las posibilidades 

de elección de las familias (asociándolas a su capacidad de pago), y refuerza el 

carácter selectivo y excluyente de las comunidades escolares. A cambio, no ha 

demostrado tener efectos positivos relevantes en el mejoramiento de la calidad ni 

la equidad educativa, objetivos prioritarios de la política educacional”.  

 

A lo anterior también abogan por el término de la competencia por subvención y 

los tests como herramienta de mercado. 

 

En lo que respecta al lucro en universidades, tal como lo aclara Carlos Peña, 

existen dos sentidos en los que puede reclamarse que una universidad no 
tenga fines de lucro.  

 

“En uno de ellos se trata de sustraer a la universidad de los avatares del mercado 

global y a sus miembros, especialmente a los profesores, de los sudores de la 

competencia. En el otro sentido, en cambio, no se trata de sustraer a la 



universidad de los avatares de la competencia y de la acumulación, sino nada más 

lograr que los excedentes que la universidad obtenga no sean apropia- dos por 

individuos u organizaciones ajenos a ella y con fines distintos a la tarea que la 

legitima”99.  

 

Hay que evitar, señala el autor, y citando a Marx, que la universidad sea 
entregada por completo a la circulación capitalista. Ahora bien, añade Peña 

que no podríamos siquiera imaginar los sistemas de educación superior de masas 

si se demandase de todas estas instituciones de educación superior una tarea 

puramente crítica sustraída a las reglas del capital y del mercado. De acuerdo a 

esto, para Peña el problema no sería la masificación de la educación superior,  la 

proliferación de instituciones o la presencia del capitalismo académico, sino que el 

problema radicaría en la falta de regulación del proceso. Para poder corregir este 

proceso el autor propone dos decisiones principales. En primer lugar e debe 

mantener para algunas instituciones encargadas de orientar normativamente el 

sistema, es decir, alguna forma de “mecenazgo estatal”, lo que se traduciría en 

colocar a tales instituciones al margen del lucro en el primer sentido mencionado 

arriba. Tal mecenazgo, señala Peña, les permitiría liberarse, aunque sea de 

manera parcial, de los rigores de la competencia y la búsqueda de rentas 

“emprendiendo actividades reflexivas y críticas que carecen de excedentes”.  Una 

segunda decisión que explica el académico chileno es la de contar con reglas 

claras relativas a los excedentes de las universidades, vale decir, con el lucro en el 

segundo sentido. Tal medida exigiría decidir si han de admitirse las universidades 

con fines de lucro o no y pensar cómo se asegura que las universidades sin fines 

de lucro lo sean efectivamente. Por lo tanto, los cambios que puedan introducirse 

no significaría necesariamente renunciar al “espíritu de la universidad”, es decir, 

no renunciar a su rol de educar y promover el pensamiento crítico. 

Lamentablemente, como explica Patricio Meller, varias universidades se han 
transformado en un mecanismo de reproducción de la composición de los 
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colegios, en donde los dueños de universidades contratan a profesores que 

piensen de manera similar a ellos y que, por lo tanto, transmitan los mismos 

conocimientos y valores que ellos consideran correctos, de manera que 

estaríamos frente a “universidades de clones”. En una verdadera universidad 

debería existir libertad de pensamiento y enseñanza de los profesores respecto de 

los dueños. En palabras de Patricio Meller: 

 

“El rol de la universidad es educar a los jóvenes para que tengan pensamiento 

propio, para lo que – entre otras cosas – se requiere que en cada curso se 

produzca una suerte de ‘mercado de ideas’, donde los futuros profesionales sean 

expuestos a un intercambio amplio, donde los futuros profesionales sean 

expuestos a un intercambio amplio, fundamentado y diverso de pensamientos u 

opiniones. Esto permite que cada joven descubra su propia verdad de entre un set 

de planteamientos diferentes y no a través de una sola postura dogmática”100. 

 

 

En un discurso101, Presidenta de la Univeridad de Harvard, Drew Gilpin Faust, 

expresó las siguientes palabras:  

 
“Prevailing discourse, familiar since at least the 1990s, emphasizes the university's 

place as a paramount player in a global system increasingly driven by knowledge, 

information and ideas. We live in a time when knowledge is ever more vital to our 

societies and economies, in a world of rapidly circulating capital and people and of 

revolutionary communication technologies. Knowledge is replacing other resources 

as the main driver of economic growth, and education has increasingly become the 

foundation for individual prosperity and social mobility”. 

 

Como vemos, el conocimiento es central en nuestra sociedad actual y la 

universidad tiene un rol fundamental dentro de este mundo globalizado impulsado 
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por el conocimiento, la información y las ideas. Vemos también que la académica 

señala que el conocimiento está reemplazando a otros recursos como principal 

motor del crecimiento económico. Tenemos pues que la universidad tiene una 

importancia fundamental y, teniendo en cuenta la opinión de los expertos, 

podemos mencionar las siguientes. Debe ser un verdadero repositorio del 

conocimiento de la humanidad, lo que vendría a significar que las universidades 

deben ser como baúles del conocimiento", de manera que estas deben mantener y 

asegurar el conocimiento fundamental para las generaciones presentes y futuras. 

Las universidades deben también crear nuevos conocimientos para así poder 

llevar a cabo trabajos de investigación. Además este conocimiento debe ser 

transferido a las generaciones futuras (es decir educación) así como a la sociedad, 

es decir, la diseminación de este conocimiento. Para ello, las universidades deben 

adaptarse constantemente e innovar, y ese es una tarea que Chile aún tiene 

pendiente, unido al descuido en lo referente a la educación escolar. 

   
    
 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 
 
 
 

Algunos datos 
interesantes 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 
 



 

 

 

 

 

	  

A continuación, algunos extractos de La Ley de Educación Primaria 
Obligatoria 



 

	  



 

	  



Financiamiento compartido, su lógica y cuestionamientos 

 

1-Ley de Subvenciones: Estado entrega -a través de los municipios, corporaciones o 

sostenedores particulares- una subvención mensual por alumno. 

 

2- La unidad base para definir su monto es la Unidad de Subvención Escolar (USE), 

que para el año 2014 equivale a $21.058 pesos. 

3- El valor de la subvención por alumno depende de factores como las especificidades del 

estudiante y su asistencia promedio al establecimiento. 

 

4- Por ejemplo, para educación general básica, de 1° a 6° básico, se entregan 

aproximadamente 2,1 USE mensuales por estudiante, lo que equivale a $44.360 pesos. 

 

5- En caso que un estudiante cumpla con los requisitos para ser considerado 

“prioritario”, se incorpora una subvención adicional (la Subvención Escolar 

Preferencial, SEP) por $35.672. 

 

6- En este sistema de subvenciones a establecimientos municipales y particulares, 

conviven:  colegios gratuitos y colegios con financiamiento compartido. 

 

7- Estos últimos -siempre particulares subvencionados- además de la subvención que 

reciben del Estado, cobran un monto que va de $1.000 a $84.232 (4 USE) mensuales. 

 

8- Cuestionamientos: 

A-Existen dudas sobre vínculo entre copago y calidad educativa  

B-Se cuestiona el que se rotule al copago como un “aporte” de los padres a la 

educación de sus hijos y que es expresión del nivel de compromiso que éstos tienen con 

el proceso formativo. El copago sería entonces un cobro “excluyente” y pagar no sería 

sinónimo de “compromiso” ya que, de acuerdo a esa lógica, tendríamos que aceptar que 

los padres que envían a sus hijos a colegios particulares pagados serían más 

“comprometidos” que los padres que envían a sus hijos a colegios municipales o 

particulares subvencionados. 

 

 



Fuente: Informe McKinsey sobre sistemas educativos 
 

 

 

 

 

 

 

	  



 

Fuente: accioneducar.cl  

 

 

 

 

 

 

 

	  



 
	  

	  



 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

	  



 

	  

	  



 

 

 

 

 

	  



 

 

 

 

 

	  



 

 

 

	  



Fuente: CADEM 
 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

	  



 
 
 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 

	  



 

	  



Fuente: Revista Capital (2014) 
 

 

	  


